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PRESENTACION 

La elaboraci6n del siguiente trabajo que a conti-

nuación se plante~, se debe a una serie de inquietudes, ace~ 

ca de la especialidad del procedimiento mercantil y, en for-

ma correcta, a los puntos distintivos de los medios de con-­

vlcción que pueden aportarse en esta clase de procedimientos. 

Por lo que este trabajo lo elaboré con el título ••• 



ESTUDIO PRAGMATICO DE LOS MEDIOS QUE CAUSAN 

CONVICCION EN EL JUZGADOR EN EL ENJUICIA- -

MIENTO MERCANTIL. 



GENERALIDADES 

INTROOUCCION DEL PROCESO MERCANTIL 

En nuestro pa!s el derecho mercantil es de car~c­

ter Federal, ya que el art!culo 73, fracci6n X, de la Cons­

titución General de la República otorga facultades al Con-­

greso de la Unión para legislar en toda la República en ma­

teria de comercio. 

El proceso mercantil, por su parte, se regula en 

el Libro Quinto del Código de Comercio. 

En la pr&ctica forense, especialmente en el foro­

local, las controversias de ese carácter comunmente se ven-

tilan de la misma manera que los ordinarios civiles, tal -­

vez debido a que las leyes locales de ese orden son las que 

se aplican en forma supletoria, y también, por qué no deci~ 

lo, debido al poco cuidado del Órgano jurisdiccional y a la 

tolerancia de los postulantes, desgraciadamente por la ign~ 

rancia de las inatituciones especiales y rigoristas del de-

recho mercantil. Lo que ha hecho que en la actualidad es-

ta especialidad se encuentre en grave riesgo de desap•recer, 

valga recordar que ya desde el primer cuarto de aste siglo­

se inició el movi~iento para integrar el derecho •ercantil­

al civil, encuentra au m&xima expresión en el segundo cuar-



2. 

to, con las envestidas decididas de Don Niceto Alcalá Zaco-

Castillo al formular diversas críticas al derecho vigen­

te en toda la República de esa época, conminando con el 

il~teproyecto del Código de Comercio, formulado por el Cate­

drático Español Joaqu!n Rodríguez y Rodr{guez, que hasta la 

actualidad permanece en espera de su análisis y de que al­

gún ~obierno se decida en última instancia a volver a cau-­

sar el derecho civil, sobre todo lo referente a la prosecu­

ción judicial. 

Algunas características especiales del derecho -­

procesal mercantil son las siguientes: 

1.- El impulso de parte: significa que el órgano 

jurisdiccional se encuentra legalmente impedido para dictar 

cualquier resolución que impulse el procedimiento, pues és­

to es una facultad exclusiva de las partes procesales. No­

obstante, también se permite el impulso por agentes accide~ 

tales u ocasionales como son: los auxiliares de la adminis-

tración de justicia, los terceros con interés y cualquiera­

otra persona llamada o con intervención al proceso. 

Es indudable su diferenciación con el enjuicia- -

a;en~o civil, en donde el juez instructor y, en caso, el 

tribunal de alzada pueden intervenir para impulsar el proc~ 

50 ; esta institución ha dado lugar congruentemente a la 
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proscripción del instituto de la caducidad en el derecho 

procesal mercantil, y por ello los tribunales que conocen -

de ese tipo de negocios cuentan entre sus haberes innumera­

bles juicios que a.m's de antiguos, se encuentran inactivo~ 

por largos per{odos de tiempo, probablemente ya sin ningGn­

interés las partes, y no pueden concluir por esa causa, si~ 

no hay desistimiento expreso de la acci6n, desde luego ace~ 

tada por la contraria. 

Lo anterior evidenc!a lo urgente de una reforma -

en esa materia. 

2.- La competencia: En México, los tribunales dc­

comercio han desaparecido, ya que. por decreto de fecha 15 -

de octubre de 1824 se suprimieron los consulados, cuya fun­

ci6n era la de servir de tribunal de comercio competente, -

para conocer de todos los litigios surgidos entre mercadc--

matriculados, integrándose la jurisdicción mercantil a­

las jueces de letras, quienes deberían ser asesorados por -

comerciantes. 

Por decreto de fecha 15 de noviembre de 1841, An­

tonio L6pez de santa Ana, en uso de las facultades que le -

confer!an las Bases Org&nicas de Tacubaya, restableci5 lo~­

tribunales mercantiles a los que llamó Juntas de Fomento,.­

form~do por tres comerciantes, y aplicaba las oidenanza~ de 
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Bilbao, hasta en tanto se promulg6 el 16 de mayo de 1854 -

el primer Código de Comercio, que se conoció con el nombre 

de Código de Lares. Aunque posteriormente en los tiempos­

de Haximiliano se restableció la vigencia de las Ordenan--

zas de Bilbao, hasta el 15 de abril de 1884, fecha en que 

inició nuestro segundo Código de Comercio aplicable en to­

da la RcpGblica, gracias a la reforma del artículo 72, 

fracción X, de la constitución de 1857, que otorgó al Con­

greso de la Unión facultades para legislar en materia co-­

mercial, tendencia que~ continuó con el código de 1889 vi-

gente hasta la fecha. 

Tradicionalmente la competencia del órgano juri~ 

diccional se da en cuanto a la materia, grado, el territo­

rio y la cuantía. Se encuentra regulada en el Código de -

Comercio el Libro Quinto, Título Primero, Cap!tulo Oct~ 

vo: a).- La competencia por materia, desde luego se refie-

re a los actos de comercio que se encuentran señalados de-

nunera enunciativa por el art!culo 75 del Código de Comer­

cio, y conocen de ellos, de acuerdo por lo dispuesto el 

artículo 104, fracción 1, de la Constitución Federal de la 

R~pública, los tribunales de la federación, porque se tra-

ta de controversias del orden civil que se suscita sobre -

el cumplimiento y aplicación de und ley federal, como lo -

es, el código de Comercio, Además, cuando dichas contro-­

versias sólo afectan intereses particulares, a elección --
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del actor pueden conocer de las mismas los Jueces y Tribun~ 

les Locales del Orden Común de los Estados y Distrito Fede-

ral, éste es el principio llamado de jurisdicci6n concurre~ 

te, o más correctamente de competencia concurrente. A esc-
1 

respecto, Don Jesús Zamora Pierce opina: "En la práctica, 

los tribunales del fuero local conocen de la casi totalidad 

de los juicios mercantiles. La competencia concurrente 

0 pera porque el reducido número y la estructura interna de-

los juzgados federales no les permite ocuparse de los nume-

rosos litigios mercantiles. Los jueces de distrito no pu--

dieron negarse a conocer de asuntos so pena de sancio-

nes penales, se ven obligados a recurrir a todo su ingenio-

para alejar de sus juzgados negocios que podrían convertirse 

en destructora avalancha''. 

Tiene raz6n este distinguido tratadista, y lo más 

lamentable del caso es que siendo más confiable la tramita-

ción y resolución a los tribunales del orden Federal, éstos 

buscan por todos los medios, alejarse de los mismos. Sus r~ 

zoncs son valoradas por cuanto a que la función primordial-

para lo que han sido creados, es el control constitucional, 

máxime que, conforme a las reformas a la Constituci6n Fede-

ral que comenzaran a regir en 1988, su tarea sería más ar--

Zamora Pierce JesGs, Derecho Procesal Mercantil, Cárde 
nas Editor y Distribuidor, México, 1983, r.P. 158. -
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dua y la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sido re 

ticente en aceptar la creación de juzgados de distrito de-

"función jurisdiccional exclusiva", es decir, que conozca­

únicamente de controversias del orden Federal de carácter-

jurisdiccional, ya que en realidad, para ese Alto Tribunal, 

fueron juzgados de segunda, es indudable que para litigan­

tes y comerciantes ser!an de primera por la honrade% y di-

ligencia con que se tramita y resuelve en esos tribunales. 

Menci6n por separado, merece la de los llamados-

actos mixtos, en donde se confunde ya no la naturaleza del 

acto, sino su carScter como civil o mercantil o la activi-

dad, de comerciante o no de los que intervienen la ac--

tuación, como es el caso de los contratos en donde una de-

las partes realiza un acto de comercio r la otra uno mcr~-

mente civil, lo que da lugar a la vía civil o mercantil en 

que debe tramitarse o resolverse la competencia, sin emba!. 

qo, la cuestión no es competencial, sino do proc_edencia de 

la vta, y por lo tanto, no debe dirimirse como cucsti6n 

competancial por declinatoria o inhibitoria, sino como ex-

ccpción perentoria. b) .- Por grado y por cuantía. A ese -

respecto, la Ley Mercantil no contiene disposiciones espe-

cíficas, por lo que son aplicables, atenta la competencia-

concurrente, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede 

ración, como las Leyes Orgánicas de los Tribunales de Jus-
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ticia del Fuero Común y del Distrito Federal, indican la -

distribución de los negocios en forma autónoma, así en el-

fuero Federal, la primera instancia es exclusivamente del-

conocimiento de los jueces de distrito sin importar la - -

cuant!a del negocio, y la segunda instancia, por los trib~ 

nales unitarios de distrito, conforme a lo que disponen --

los art!culos 36, fracci6n I, y 43 fracción I, de la ley -

orgánica indicada. 

En el fuero local, generalmente existen jueces -

menores municipales o juzgados de paz, que conocen el neg~ 

cio en menor cuantía, que los de primera instancia, que e~ 

nocen de los negocios de mayor monto, conforme a las re- -

glas de cada Estado1 la segunda instancia se da a los tri-

bunales superiores de justicia de cada entidad. 

Cabe hacer menci6n y tratándose de litigios del-

orden mercantil, que los únicos juicios uniinstanciales, -

aquellos cuya cuantía menor a cinco mil pesos, por-

que cuando dicha cantidad es excedida, aun cuando lo re- -

suelva un juzgado menor o de paz, la sentencia que se pro-

nuncie es recurrible mediante el recurso de apelaci6n 

gGn el artículo 1340 del código de Comercio. En ese sent~ 

do se ha pronunciado un Cuarto Tribunal Colegiado en Mate-

ria Civil del Primer Circuito, en la ejecutoria que ense--

guida se transcribe1 "En materia mercantil, l& apelacl6n -
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se substanciar& sujetándose estrictamente a lo establecido-

por el artículo 1342 del c6digo de Comercio, y que la inte~ 

pretación que a tal precepto debe darse, es la de que el -­

apelante está en la obligaci5n de expresar en el escrito, -

mediante el cual se substancia la alzada, los agravios que­

lc causa la sentencia de primera instancia, sobre los cua-­

les debe verse el informe en estrados1 y que si el recurre~ 

te no expresa agravios, el tribunal de apelación no puede -

hacer una revisi6n total y de oficio del fallo del infe - -

rior". e).- Territorio. Se determina pOr la designaci6n del 

5rgano jurisdiccional que debe resolver una contienda mar-­

cantil, quien, como ya sabemos, tiene jurisdicción en un á~ 

bito territorial determinado. Esta competencia no es abso­

luta como tratándose de la por materia, es relativa por ha­

berse instituído en interés de los particulares que preten­

den resolver una controversia y no por cuestiones de orden-

público. 

Consecuentemente, el juez no puede de oficio dc-­

clararse incompetente por raz6n de territorio, pues las pa~ 

tes pueden expresa o tácitamente derogar las reglas legales 

y someter su asunto a un jue~ en un principio incompetente1 

los supuestos normativos de este tipo de competencia se en­

cuentran previstos en los art!culos 1104 a 1113 del c6digo-

de Comercio. 
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2.- Procedimiento Convencional. El articu1o 

1051 del Código de Comercio, prevé que el procedimiento 

mercantil referente a todos, es el convencional y por ello, 

las partes pueden imponer al órgano jurisdiccion~l las re-

9las que estimen mSs acordes a sus necesidades, con el únl 

co requisito de que la convenci5n sea expresa, ya que A -­

falta de la misma, se aplicarán las disposicionas del libro 

quinto del mismo ordenamiento. 

J.- La aplicaci6n supletoria de los Códigos Pro-­

cesales Civiles de los Estados y Distrito Federal en mate­

ria mercantil. 

El defecto de las disponicionos mercantiles por -

lo que toca al procedimiento, requiere la aplicación suple­

toria de las disposiciones de los códigos procesales de los 

estados en que se suscite el litigio, como lo dispone el a~ 

tículo 1051 del C6digo de Comercio. Esta disposición es i~ 

congruente en estricto sentido con el procedimiento merc4n­

til, que, como ya dijimos, es de orden Federal, sin embargo, 

en descargo de los autores de dicha ley debe señalarse que~ 

cuando la misma se creó no existía un CÓdlqo Federal de Pro 

cedimientos Civiles, ya que el primero de esa clase se crc6 

hasta 1897, pero adem~s, es ir1dudable que tal disposici6n -

tiene efectos menos perjudiciales para las partes que se -­

ven obligadas a concurrir ante tos jueces del fuero común -
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de los estados para resolver una cuestión mercantil, el que 

estos apliquen la ley procesal civil que habitualmente man~ 

jan, a que se les obligara a aplicar además de la Ley Her--

cantil, el código Federal de Procedimientos Civiles, puesto 

que si ya dejamos asentado que se desconocen las más eleme~ 

tales disposiciones de enjuiciamiento mercantil, esta situa 

ción se vería agravada a obligárseles a aplicar el Código 

Federal de -Procedimientos Civiles. No pasa desapercibido -

para el suscrito que la citada razón no es valedera juris--

diccionalmcnte hablando, incluso es indudable que ni siqui~ 

ra tP.nga autoridad para menospreciar la falta de capacidad-

de los Órgancs jurisdiccionales, sin embargo, indudable-

la triste realidad planteada, y por eso creo más prudente -

la aplicacióri de disposiciones legales que a fuerza de apl! 

car diarimcnte se dan por desconocidas, que de otrascon más 

técnicas eficaces que sean, son ignoradas. 

Es importante dejar establecido que la supletori~ 

dad aludida no es de carácter absoluto, sino que sólo se --

aplica a aquellos casos en que una determinada institución-

se encuentra establecida en la Ley Mercantil, en forma def! 

ciente, pero cuando la figura procesal no es reglamentada -

en el enjuiciamiento mercantil, como ocurre por ejemplo en, 

tratándose del recurso de revocación, que es una forma de -

impugnación no prevista por el código de Comercio, y que si, 

se aplicara, no se trataría de una supletoriedad de la ley-



procesal local, sino de la creación de tal figura, lo que­

juridicamente no es posible. 



CAPITULO I 

BREVE REFERENCIA HISTORIA DE LAS PRUEBAS 

COMO GENERO. 

El derecho mercantil nace en Europa al inicio de­

la l~amada Edad Media, en plena decadencia del Imperio Rom~ 

no, perdiendo su vigencia el Corpus Iuris Civilis que regu­

laba las actividades comerciales en el Imperio Remado de Oc 

cidente, y por ello, con influencia a otros pueblos. 

surgió corno consecuencia de la invación de los -­

pueblos al Imperio Romano, por cuyo motivo, cada pueblo y -

cada comunidad elaboraban sus propias costrumbres. 

LOS primeros que iniciaron esta corrientes. fueron 

los mercaderes, radicados en puertos y riveras, quienes - -

crearon sus propias leyes y tribunales denominados consula­

dos, porque al juzgador se le llama cónsul, a semejanza de­

los antiguos magistrados romanos, 

Estos tribunales de mercaderes, en sus orígenes,­

aplicaban una legislación eminentemente clasista, y su ju-­

risdicción se limitaba a los comerciantes matriculados en -

las corporaciones reconocidas legalmente, pero s6lo en mat!. 

ria de comercio, independientemente de que alguna de las --
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partes no fuera comerciante. 

Hacia el segundo tercio de la Edad Media surge el 

derecho procesal mercantil a un rudimentario, ejercido par­

las señores feudales que controlaban conjuntamente con la -

iglesia toda actividad comercial¡ aplicando cada uno, las -

normas que más le conven!an. 

El señor feudal, a través de una economía propia­

mente doméstica, en la cual él era la máxima autoridad co-­

mercial, regulando las actividades de sus vasallos comer- -

ciantcs, y mediando el ext~rior; por su parte, la igle--

sía más organizada, imitó en sus normás jerárquicas al Imp~ 

rio Romano, manteniendo una estructura donde el obispo fuc­

la máxima autoridad; podría decirse que la iglesia no ayudó 

en gran cosa al desarrollo del comercio, ya que desconfiaba 

de esa actividad como productora de gananci~s fáciles y por 

tanto le imponían una serie de trabas y escollos a los co-­

merciantes para frenar su actividad. 

En lo concerniente al procedimiento, era semejan­

te al germ&nico cl&sico, es decir, pGblico y oral1 se divi­

ct!a en dos etapas, en la primera, el actor ante el pueblo -

reunido en la asamble exponía su demanda e invitaba al de-­

mandado a que respondiese, hecho lo cual, a continuación se 

dictaba una sentencia que se denominaba interlocutoria, en-
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la cual, el juez sin resolver sobre el fondo del negocio, -

··decidía quién ten!a la carga de la prueba. 

Como medios de prueba se utilizaban: el juramento 

de purificaci6n1 el testimonio sobre la credibilidad de la 

parte en cuyo favor declaraban (llamado conjuradores o tes-

tigos de reputación)1 y el juicio de Dios,principal medio -

~e convicc~5n y Gnico·con valor pleno, era un medio por el­

cual se trata de establecer la verdad mediante métodos de -

prueba -~rdalías-, que se consideraba que reflejaban el jui 

cio divino • 

.. Adem5s de las ya indicadas, otras pruebas recono-

cídas en el procedimiento eran el juicio de batalla, la pru~ 

ba del fbego y la ordalía por juramento, estas probanzas se 

rendían ante.}a ~rescncia de la asamblea, la cual determina 

ba si se l1ab!a rendido correctamente. 

Como se puede apreciar, el proceso mercantil mnr-

caba un notorio retroceso jurídico, ante el proceso romano-

cldsico que lo procedi6, pues en tanto que este último ten-

dió a resolver la litis mediante la convicci6n del juez, -~ 

los primeros entregaron el resultado del proceso a la inte~ 

vcnción divina. 

En el siglo XIX dcs~parecen loe consulados y sus-
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procedimientos especiales surgiendo el código de Napoleón,-

creándose un cuerpo legal en donde se dirin!an las contro-­

versias derivadas de la actividad comercial, se aplicaban -

normas generales, sin importar el carácter civil o mercan--

til que pudiera existir por raz6n del sujeto que realice el 

acto de comercio. 

Con esta evolución, en algunos paises como Italia 

y suiza, surgieron cuerpos legales en donde se fusionaron -

el derecho mercantil y el civil, lo que trajo como conse--­

cuencia, que se perdiera el procedimiento mercantil, apli-­

cando indistintamente el procedimiento civil para dirimir -

controversias de este orden o comerciales. 

Por lo que a nuestro país respecta, es en 1889 -­

cuando nace el Código de Comercio, en donde el legislador -

decidi6 conservar el procedimiento mercantil especial, sin­

embargo fue una copia del Libro Quinto del Código de Proce­

dimientos Civiles para el Distrito Federal de 1884, con !o­

que en realidad, el carácter especial a6lo era ficticio, -­

pues no se separo el derecho sustantivo, sino s6lo el adje­

tivo, con los consecuentes problemas de confuai6n al tratar 

de dirimir un litigio con un procedimiento especial poro -­

con aplicación del derecho subjetivo común, pues ello requ~ 

ria de la demostración plena de la pretensión y ha~ía que -

la instrucci6n fuera tan complicada, que su inoperancia era 
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indiscutible. 

Al año siguiente, surge el Código de Comercio que 

rige hasta la fecha, este ~ordenamiento no tuvo ningu­

na modif icaci6n en cuanto a procedimiento se refiere, y tan 

s6lo sistematizó el derecho sustantivo integrSndolo a un s~ 

lo cuerpo legal, lo que ha contribuído no s6lo a que subsi~ 

tan los problemas derivados de su obscuridad e inoperancia, 

sino que ha incrementado los problemas de interpretación -­

del derecho mercantil, pues es común la confusi6n de la ma­

teria de ambos derechos, lo que probablemente se deba a que 

la civil es supletoria de la mercantil en términos de los -

artículos 2 y 1051 del Código de Comercio. 
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A} DERECHO ROMANO 

En la materia que nos ocupa, la base fundamental­

del sistema probatorio se encontraba en e! principio que s~ 

ñalaba que correspondía al actor acreditar los hechos cons­

titutivos de su petici6n, en tanto que al ~cmandado incum-­

bía demostrar los elementos constitutivos de su excepción. 

Este sistema correspondía, desde luego, a la dis­

tribución teleolóqica de la carga de la prueba, acorde al -

espíritu del corpus Iuris Civilis que regulaba las contien-

das de indolc comercial que se suscitaban en la JUrisdic- -

ción del Iraperio Romano. 

De esta manera, los problemas derivados de la ac­

tividad mercantil eran sometidos al conocimiento praetor p~ 

regrinus, ante quien las partes tenían ~a obligación de - -

aportar las pruebas que acreditaran sus respctivas preten-­

siones1 en aquel tiempo se conocían los siguientes medios -

de convicción: Los documentos pGblicos y privados; la de -­

testigos1 el juramentor la declaraci6n de una de las partes¡ 

el peritaje¡ la fama pGblica y las presunciones legales o -

humanas. 

Los documentos públicos y privados fueron un me-­

dio de convicci6n insipiente, pues su valor probatorio de--
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pendía de la adminiculación con alguno otro que por s! mis-

mo demostraba lo que se pretendía1 los testigos fueron el -

medio probatorio por excelencia del derecho romano, tenía -

la cnrácter!stica de que el V3lor dependía del prestigio -­

del testigo y no tanto de su declaraci6n, lo que probable--

mente se debía a que el cuerpo de leyes indicado y el sist~ 

ma jurídico en general, era el llamado Derecho de GenteSJ -

el juramento, por su parte, fue la declaraci6n rendida ante 

el juzgador por alguna de las partes, lo cual la vincula e~ 

mo el antecadente más remoto de lo prueba confesional, su -

valor probatorio quedó al prudente criterio del juzgador, -

dQStacnndo la característica de que s6lo ;~día ser conside-

rada en lo que perjudicara al declarante, no en lo que lo -

beneficiara, la declaración de alguna de las partes también 

era una especie de prueba confesional actual, pero de mane-

ra voluntaria, a diferencia del juramento que era provocado, 

tenía como característica dominante que podía otorqársele -

pleno valor en lo que perjudicaba al declaranto, por lo que 

llegó a considcrárscle la reina de las pruebas~ el peritaje 

tení~ semejantes ~aracterísticds al actual, con la vari4nte 

de que podía rendi~sc en materia de derecho, lo que JlD es -

concebible en la actualidad, la inspecci6n y lAS presuncio-

nos tanto legales como humanas tenían semejante naturaleza-

y valor como las actuales. 
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B) DERECHO ESPAílOL~ 

El sistema jurídico imperante en España contempló­

ª la actividad comercial hasta 1605, en ~~e se promulgó la -

ley a la que se le denominó Fuero Juzgo vigente hasta 1830,­

la cual contemplaba un sistema muy limitado por lo que a las 

pruebas se refiere, ya que solamente contemplaba la confesi~ 

nal y la testimonial, la primera con pleno valor probatorio­

en contra de quien lo absolviera y la segunda con valor pro­

batorio limitado, a la congruencia que guardara la declara-­

ción de los deponentes, cuando eran dos o ~ss, o a la credi­

bilidad y relación con el demás material probatorio rendido­

por las partes en la tramitación del juicio. 

En algunas provincias como Castilla y Asturias, -­

que tenían sistemas jur!dicos autónomos, también se recono-­

cían como medios de convicción los documentos públicos y prl 

vados, y la prueba de conjetura que en la actualidad equiva­

le a la presunción humana, consistente en el enlace lógico -

de una serie de her.has conocidos que conduce al conocimiento 

de uno desconocido. 

En 1881 la Ley Española del Enjuiciamiento Civil,­

en donde se reconocen además ~e las ya indicadas la confesi~ 

nal, la documental pública y solemne, la documental privada­

y la correspondencia, los libros de los comerciantes que reu 
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nieran los requisitos de ley, la pericial y el reconocimien-

to judicial. 

Finalmente, para los efectos de este est~dio, el -

tS de septi~mbre de 1889 se proMulga el C~digo de Comercio -

el que se dejan de contemplar como foras especiales de --

prueba la correspondencia y los libros de los comerciantes,­

que fueron absorb~dos a la prueba documental privada, asimi~ 

mo, se reconocen dos nuevos medios de convicci6n constituí--

dos por la fama pública y la preeuncional. 
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C) DERECHO ITALIANO 

La actividad comercial en Italia, a principios de­

la .~dad •edia, se regía por la fusi6n de los procedimientos­

Románo y Germánico, y el fondo estaba constituido por el De­

recho Longobardo-Franco, que luego evoluciona bajo el influ­

jo de teorías romanas y de leyes eclsiáticas y estatuarias.­

Los tribunales de mercaderes en esta época tenían qran rele­

vancia, ya que ~stos se encargaban de resolver los conflic-­

tos derivados de la actividad mercantil, estos tribunales se 

regían por la costumbre, es decir, era un dcrecho•consuetud! 

0 ario. 

Por lo que se refiere a las pruebas que se lleva-­

ban a cabo, sólo contemplaban la prueba confesional y la te~ 

timonial, el ofrecimiento, desahogo de esta prueba era de 

forma oral y su valor probatorio era pleno, ya que aún e~ 

ta prueba confesional, los antiguos mercaderes seguían los -

mismos ritos del Derecho Romano de Occidente, por lo que 

refiere a la testimonial, su ofrecimiento y desahogo por 

escrito y en ocasiones, si así lo permitiía el tribunal, de­

forma oral, el valor probatorio de esta prueba se d•be, en -

base a la calidad y credibilidad del testigo en cueutión, p~ 

ro en la práctica procesal de aquellos tiempos el valor pro­

batorio era muy limitado, ya que la única prueba, como ya se 

mencion6, con valor probatorio pleno era la confesional. 
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~n el siglo XIII, el derecho procesal italiano su-

frc algunas reformas conducentes a obtener una mayor rapidez 

en el procedimiento y e& así que surgen tres tipos de juicios 

sumarios que son los siguientes: a) El llamado procedimiento 

ejecutivo, merced al cual, a baso de sumisi6n del deudor o -

de determinados documentos dotados por la ley de una fuerza-

ejecutiva~ se .llega directamente a la cjccuci6n1 b) El proc~ 

so de mandato condicionado o no condicionado que asemejaba -

al procedimiento interdictal romano, e) El procedimiento de-

embargo, que su objeti.vo era lograr una garant!a de la ejec~ 

ci6n contra el deudor sospechoso. En base a los procedimicn 

~o~ de señalados surge el código Albcrtino que es el regula-

dor de los procedimientos señalados con anterioridad, y en -

cuestión de pruebas hacía referencia de la confesional, de -

la testimonial y de una forma no muy precisa de los documen-

tos. 

En 1901 nace el Código Procesal Italiano, ordena--

mic11to que regula hasta la fecha los conflictos de tipo mer-

cantil, en la legislación del país en cuestión, así tenemos-

que los medios de convicción que contempla este ordenamiento 

son los siguientes: 

1) La testimonial, probanza que era ofrecida para-

deducir los hechos sobre los cuales deber&n ser examinados -

los testigo$, es decir debe referirse a los hechos controve~ 



23. 

tidos de la demanda. Por lo que se refiere a su desahogo,--

éste era de forma oral y la valoración queda a la aprecia- -

ción del juzgador. 

2) La confesional, esta probanza es ofrecida, exh! 

biendo un pliego de posiciones que deberá absolver la parte-

citada para tal efector en lo concerniente a su valoración,-

ésta tiebe valor pleno. 

3) El juramento, esta probanza se asemeja a la te~ 

timonial, en lo Gnico que cambia es en el valor que el juez-

le da a este medio de convicción. 

4) La pericial, este medio de convicción, su ofre-

cimiento es por medio de personas especializadas en ciertos-

conocimientos t~cnicos que el juzgador dcscpmpce. por ·lo que 

respecta a su desahogo y valoración, quedan a cargo del pro-

piO juzgador. 

5) El reconocimiento judicial, esta probanza no es 

más que lo que nosotros conocemos con el nombre de inspección 

ocular, y su ofrecimiento y valoraci6n quedan a cargo del --

juzgador. 

para efectos de este estudio, esto es a grandes --

rasgos, los medios de convicci6n que imperaron e imperan en­

Italia. 
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ASPECTO DOCTRINAL DE LAS PRUEBAS COMO GENERO 

A) NATURALEZA JURIOICA 

En este apartado trataremos de señalar la natural~ 

za jurícia de la prueba, de determinar en qu~ consiste el f~ 

06meno probatorio. 

El Código de Comercio vigente, no da un concepto -

de lo que debe de entenderse por prueba, ya que estos orden~ 

mientas legales no deben contener definiciones al respecto1-

y en cambio, deben de partir de conceptos firmes, de tal ma­

nera que las instituciones reguladas no ofrezcan dudas en' -­

cuanto a sus fundamentos, estructuras y perfiles. 

En el Capítulo XII de nuestro C6digo de Comercio,­

en sus artículos 1194 al 1210, se marcan las reglas genera-­

les de la prueba, y así tenemos que el 1194 preceptGa "el -­

que afirma está obligado a probar y consecuencia el actor 

debe probar su acción y el demandado su excepci6nl. 

De lo dicho se colige que la face procesal probat~ 

ria se traduce en una actividad desarrollada por las partee, 

pues las impone la obligación de probar lo que pretendan, y 
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también indica que el objeto de la prueba es poner de mani--

fiesto cuál de las dos posiciones que se sostienen en un jui 

cio es la verídica. 

Partiendo de tales afirmaciones podríamos concluir 

que la naturaleza jurídica de la prueba está dada por los --

rasqos y caractertsticas esenciales de cada prueba como un -

medio para conocer los hechos controvertidos en un litigio. 

También podríamos afirmar que los medios de convi~ 

ción, en forma general, son el conjunto de herramientas con-

que cuenta el juzgador para resolver la contienda, las cua--

les le son suministradas por las partes, conforme a las dis-

posiciones espectf icas que contempla la ley. 

Esto es a grandes rasgos, lo que nuestro muy part! 

cular punto de vista es la naturaleza jurídica de 1a prueba. 
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B) PRINCIPIOS RELATIVOS A LA PRUEBA 

Los principios que reqen la actividad probatoria,­

los cuales, no sólo son aplicables al proceso civil, sino en 

general a cualquier tipo de procedimiento, son los siguien-­

tes: 

1) PRINCIPIO DE LA NECESIDAD DE LA PRUEBA. 

Este principio nos indica que las partes in~ersas­

en cualquier tipo de procedimiento tienen la obligatoriedad­

de aportar las pruebas necesarias, para que el juzgador pue­

da hacer un análisis de los hechos controvertidos, que se -­

presentar. durante el procedimiento. 

2) PRINCIPIO DE LA PROHIBICION DE APLICAR EL CONOCIMIENTO -­

PRIVADO DEL JUEZ SOBRE LOS HECllOS. 

Este nos señala que el juzgador debe de abstenerse 

de dar un criterio personal o privado que tenga sobre los h~ 

chos, ya que su función como tal, es el dar estudio prcc~ 

so de las causas de un litigio, ya que este se supone es pe­

rito en derecho y por lo tanto, debe de estudiar el fondo ~­

del negocio y emitir una resolución. 
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3) PRINCIPIO DE ADQUISICION DE LA PRUEBA. 

Este nos señala que la actividad probatoria no pe~ 

tenece al sujeto que la realiza, sino que es parte del proc~ 

so. 

4) PRINCIPIO DE LA PUBLICIDAD DE LA PRUEBA. 

Indica que el proceso debe desarrollarse de manera 

que las partes y terceras personas, tengan conocimiento de -

los motivos que determinaron las actuaciones judiciales, pa~ 

ticularmentc en lo que se refiere a la valoración de las mi~ 

mas. 

5) PRINCIPIO DE LA CONTRADICCION DE LA PRUEBA. 

Este axioma nos dice que la parte contra quien sc­

propone la prueba, debe de tener la oportunidad procesal pa­

ra conocerla y discutirla, asimismo para ejercitar su dere-­

cho de contraprobar. 

6) PRINCIPIO DE LA INMEDIAC!ON ~ DE LA DIRECCION DEL JUEZ EN 

LA PRODUCCION DE LA PRUEBA. 

Este nos indica que el juzgador debe ser quien di­

rija de manera personal la produccidn de la prueba, pero @s-
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to en la pr¡ctica no es real ya que generalmente l~s au- -

diencias de pruebas son dirigidas por los secretarios de --

acuerdos. 

Estos son los principios que rigen cualquier act! 

vidad probatoria en general, pero para efectos de este tra-

bajo estudiaremos los principios que rigen en forma partic~ 

lar al derecho procesal mercantil, y son los siguientes: 

1) PRINCIPIO DISPOSITIVO. 

SegGn este principio, la promociSn y contin~aci6n 

del proceso en los juicios mercantiles es exclusivo de la -

iniciativa de las partes, es decir, que ninguno de los fun-

cionarios judiciales pueden promoverlo o continuarlo. 

2) PRINCIPIO CONVENCIONAL. 

Este nos señala que las partes pueden pactar li--

bremente ante~ o dentro del procedimiento y así dar por ter 

minado el conflicto. 

3) PRINCIPIO DE LA ADQUISICION PROCESAL. 

Se refiere que ~llí, donde las partes han desarr~ 

¡lado ciorta actividad, haciendo que el proceso adquiera de 



29. 

terminados elementos del mismo, tales actos o elementos per-

manezcan firmes o inmutables, es decir, que de ellos puede -

valerse no s6lo la parte que ha promovirlo su adquisición, s! 

no también otras. 

4) PRINCIPIO DE LA VERDAD PROCESAL. 

Son los elementos que aportan las partes para lle­

gar a producir convicción en el juzgador. 



CAPITULO III 

LAS PRUEBAS EN EL ENJUICIAMIENTO MERCANTIL. 

SUS ESPECIES, LA FORMA DE OFRECIMIENTO Y VALORACION. 

REGLAS GENERALES. 

Se encuentran contempladas de los artículos 1194 -

al 1210 del Código de Comercio, los cuales nos dan los line~ 

mientos a seguik en cuesti6n de probanzas y al efecto nos r~ 

ferircmos a la carga de la prueba, objeto de la prueba, pru! 

bas proCedentes, recepción del juicio a prueba, término pro­

batorio, citaci6n de la contraria, prorroga del tfirrnino de -

prueba y suspensi6n del término de prueba. 

1) CARGA DE LA PRUEBA: 

Es ·la necesidad jur!dica en que se encuentran las­

partes de probar determinados hechos, si quieren ·obtener una 

sentencia favorable a sus pretensiones, es decir, es una car 

ga procesal cuya falta de observancia trae como consecuencia 

que el pretensor no pueda lograr sus objetivos al no dernos-­

trar directarnente que le asiste la razón. El que niega está 

obligado a probar el ~cho negativo y si la negativa incurre 

una aformación en el cuento procesal, se tiene que demostrar 

el hecho positivo, lo cual puede traer como consccuenci~ la 

demostración del hecho negativo. 
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2) OBJETO DE LA PRUEBA: 

La materia sujeta a prueba está constituida por r~ 

gla general por los hechos esgrimidos por las partes, pero -

no son cualesquiera hechos, sino en concreto, s6lo aquellos­

sobre los cuales se finge controversia, pues los admitidos -

ya no requieren ser demostrados. El derecho no requiere ser 

demostrado, a menos de que se trate del extranjero, pues cn­

esa circunstancia si será menester que quien pretende aprov~ 

charsc de su disposición demuestre de manera fehaciente la -

existencia del mismo. A ese respecto cabe aclarar que el --

que pretenda aprovecharse de las disposiciones del derecho -

extranjero tendrá que demostrar su existencia de una manera­

induvitable, que sólo podría hacerse mediante la exhibición­

del documento inobjetable en que se contiene y su traducción 

al idioma español debidamente aceptada por la contraparte, -

expresa o tácitamente. 

También constituye materia de prueba la invocación 

de los usos y de la coscumbre que constituyen fuente del de­

recho mercantil y por ello, quien la invoque deberá acredi-­

tar también fehacientemente su existencia. 

J) RECEPCION DEL JUICIO A PRUEBA: 

Para decidir un conflicto jurídico, cualquiera que 
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este sea, el juzgador debe allegarse de distintos medios de-

convicción, para ello debe recibir todo el material probato­

rio que le presenten las partes, dice el artículo 1198 del -

c6digo de Comercio, a excepción de las que fueran contra !a­

moral o el derecho, Esta excepción, desde luego, es muy se~ 

cilla de comprender dado que es más o menos fácil entender -

cu5les son los medios que podrían atentar contra de la rno 

ral o en contra del derecho. Sin embargo sí se plantean - -

cierto problemas cuando se hace referencia a algt1nas circun~ 

Lancias especiales como las que se enunciarán enseguida: 

Ya se d1JO con antclac16n que s6lo los hechos con­

trovertidos están sujetos a prueba, luego entonces si las -­

partes por ignorancia o por mala fe reiteran u ofrecen algu­

nos mqdios de convicci6n con los que pretenden confirmar 

esos hechos ya reconocidos o bien presentar alguna prueba 

que no sea idónea o pertinente para demostrar hecho espc-

c!flCO, el óryano )Uttsdiccional atandiendo a la Jisposici6n 

del precepto legal en comento, tiene la obligaci5n de reci-­

~tr tales medios probatorios. La respuesta desde luego quc­

tcndrS que ser del orden negativo y debe de atenderse en ese 

sentido al principio de economía procesal, pues aun cuando -

podría considerarse que no recibir el material de mérito po­

drá atentar a la libertad probatoria de los litigantes, debe 

estarse al principio de economía procesal y dar auge al de -

la pertinencia de la prueba y al de la indoneidad, porque s~ 
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lo de esa manera se evitará enfrascar a las partes y al mis-

mo 6rgano judicial del conocimiento en una lucha innecesaria 

por hacer preservar un criterio u otro. 

Creo que la disposición contenida en el art!culo -

1200 del propio cuerpo legal da la pauta para considerar que 

el órgano jurisdiccional tiene la facultad de poder limitar-

la recepción de las pruebas en los t~rminos antes menciona--

dos, pues al efecto, le otorga facultad para resolver de pl~ 

no con cualquier circunstancia que se presente respecto del-

o!recimiento de pruebas, 

La recepción del material probatorio puede inicia~ 

se a petición de parte o de oficio, lo que ocurra primero. 

La apertura de la fase probatoria es una excepción 

de la regla referente a que el juicio mercantil es eminente-

mente dispositivo, pues al existir una disposición leqal que 

permita al juzgador iniciar ese est~dio procesal es inconcu­

so que forma el proceso en i11~uisitivo. En este periodo pr~ 

balorio c~ya duración se (ija según el prudente arbitrio ju­

dicial, se deben de recibir absolutamente todos los medios -

de convicción que ofrezcan las partes salvo que el juez, ate~ 

diendo a las circunstancias del caso y por excepción, pueda­

ordenar la recepción extemporánea de un medio de convicción, 

pero debe de resaltarse que ante todo debe de procurar la --
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igualdad procesal de las partes y no actuar o hacer uso de -

esa facultad de manera indiscriminada, de tal manera que pu-

diera ordenar la recepción sólo de uno de los contrincantes-

y no del otro para que obtenga alguno de ellos, pues si se -

llegara a acreditar ese evento, el juzgador sería responsa--

ble de las daños y perjuicios que se ocasionarán. 

También es prudente que a diferencia del juicio el 
vil en el mercantil, la exhibición y la rendición propiamen-

te de la prueba documental, puede efectuarse en cualquier m~ 

mento del t6rmino probatorio, pues no es necesario exhibir -

los documentos desde la deraanda inicial y otra cosa tambiGn-

muy importante lo constituye la circunstancia de que si se -

exhiben documentos con la demanda inicial y su número de ho-

jas es superior a 25, el actor no se encuentra obligado 

exhibir copias de traslado y basta que ~l juez pronunce un -

auto en el que ponga a disposición del demandado los documc~ 

tos que deberSn de quardorse en el seguro del 3uzqado para -

que se entienda realizado el traslado. 

41 EL TERMINO PROBATORIO: 

En el enjuiciamiento mercantil como en cualquier -

otro, existe un estadio procesal que en caso da la materia -

de la presente tesis, esto es, el término probatorio que se-

entiende como el lapso duranta el cual, los contrincantes --
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pueden ofrecer y rendir los medios de convicción que estiman 

necesarios para la obtención de sus pretensiones. 

El t~rmino probatorio a que nos referimos, tiene -

una duración variable en cuanto al tipo de procedimiento de­

que se trate, así por ejemplo, si se trata de incidentes no-

determinados, conforme a lo que se dispone el artículo 

1353, el período consta de 10 días, en cambio si se trata de 

tercerías, el lapso será de 15 días, como lo dispone el 1373 

del mismo cuerpo legal, si fuere un juicio ordinario, el té~ 

mino no se fija al prudente arbitrio del juzgador, pero en -

ese caso, atendiendo a las reglas que ya hemos establccid9,-

precedentemente no deberá de rebasar de ~o días como lo dis­

pone el numeral 1382; y si se tratara de juicios ejecutivo,­

en donde se admitieran las excepciones tan restringidas quc­

cn el caso pudieran operar el término de rendición de prue-­

bas, se limitará a 10 días como lo <lisponc el precepto 1400. 

Independientemente de lo an~erior, en el procedi--

miento mercantil existen 2 clases de términos probatorios, -

uno denominado ordinario y otro extraordinario. El primero-

se concede para rendir probanzas dentro de la circunscrip- -

ci6n territorial en que se sigue el juicio1 y el extraordin~ 

rio es el que se otorga para la recepción de medioos de con­

vicción fuera de ese lugar, Esto último también se denomina 

período ultramarino. 
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5) LA CITACION DE LA CONTRARIA: 

Esta es una característica absolutamente de cual-­

quier procedimiento judicial sin importar la materia de que 

se trate en el Código de Comercio se hace mención de ella en 

forma expresa, en tanto que en los demás juicios es raro ver 

su enunciación. Esto se debe, probablemente, a la época en­

que se generó la ley mercanti. que como ya se ha dicho en e~ 

pitulos anteriores, data del año de 1889 1 que fue cuando se­

publicó en el Diario Oficial de la Federación. La cardcte-­

rística que nos ocupa consiste en el hecho de que todas las-

pruebas que se ofrezcan por una de las partes deben hacerse-

del conocimiento de la contraria a fin de que ésta, en el -­

ejercicio de su derecho de contradicción, pueda reconocerlas, 

objetarlas o hacer las manifestaciones que estime pertinen--

tes. 

La citaci6n mencionada, Lendri que realizarse sic! 

pre a lo más tardar, el día anterior a aquél en que se reci­

ba formalmente la prueba. Esto es, si una Je las ~arles - -

ofrece por ejemplo, la prueba documental consistente en una-

prueba de la morcancía materia del contrato o en controver-­

sia, a la cual ld doctrina denomina documental monumental, -

el JUL~aUor al proveer sobre su ofrecimiento debe limitarse­

exclusivamentc a tenerla por ofrecida, dar vista a la contr! 

ria y atendiendo al resultado de la vista, declarar los tér-
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minos en que se indica¡ en un procedimiento distinto, como -

lo es el civil, no se daría el mismo tratarn~ento, pues en --

ese evento el juez al proveer sobre el ofrecimic11to tcndr!a 

que tenerla por admitida y adada su especial naturaleza, te-

nerla por desahogada, y luego si es que es objetada, tener -

por hecha la impugnación, y con la misma dar trámite a la i~ 

cidencia respectiva. Como se observa, la diferencia es 11ot! 

ble en el procedimiento mercantil, primero se substancia la-

conformidad o la objeción y después, se tiene rendida en téE 

minos especiales de acuerdo aquel resultado, el desahogo 

de la prueba en tanto que en el juicio civil es a la inversa, 

primero se tiene por desahogada y d~sp115s s~ forMula y des-­

ahoga la objeción,en éste Último caso la prueba se perjudica 

una vez constituida en aquel ni siquiera llega a con~tituir-

se. 

Existe un caso de excepción establecido por la ley 

para evitar la cita de la contraria con lJ prueba de referc~ 

cia, según lo dispone el art1culo 1203 las excepciones al --

principio de referencia, lo constit~ycn la confesi6n, el re-

conocimiento de los libros y papeles de los mismos litigan-­

tes y de los instrumentos pGblicos. El motivo es cvidente,­

la confesión, en su resultado o una vez degahogada, no puede 

ni debe de ser expuesta a quien la desahogó para que muestre 

0 no su conformidad con dicho desahogo, puesto que la decla­

ración que hace ante la autoridad judicial de manera expont~ 
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nea y provocada tiene que surtir efectos como un acto unila-

teral de voluntad en la declaración y se tiene corno una ver­

dad histórica en todo cuanto perjudique a sus intereses. De 

otra manera podríamos pensar, por así decirlo, que si ya con 

fiese algo, cuando se me de vista con el desahogo lo niego y 

le resto eficacia probatoria. lEntonces de qué sirvió su de~ 

ahogo?. Lo mismo ocurre con las otras pruebas que se menci~ 

nao en el multicitado precepco, porque se refieren 

rner término a los documentos provenientes del propio oferen-

te o de una de las partes y en el otro porque se trata de -

documentos públicos que tienen la presunción de ser ciertos-

los actos qu~ en ell0s su ~onsiqnan por su naturaleza, 

6) LA PRORROGA DEL TERMINO DE PRUEBA: 

se ha dicho tantas veces, a lo largo de este trab~ 

jo, el procedimiento mercantil es específico, una de sus ca-

ractcristicas es~ecíficas lo constituye la posibilidad de --

que se prorrogc la fase procesal de nuestra dtenci6n. Para­

quc ~llo ocurra es menester que pretenda la prórroga, lo so­

licite al juzqador exponiendo desde luego las razones que -­

tiene par3 haccrlo1 el juzqador correrá traslado a la contr~ 

ria para que manifieste lo que a su interés convenga respec­

to de la solicitud y ccn vista a lo alegado por las partes -

resolverá lo que estime pertinente. A ese respecto, es nec~ 

sario aclarar que uno de los principios básicos que debe te-
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ner en cuenta el juzgador consiste en la lq~aldad jurídica -

de las partes si es que se procede a confer1r la prórroga -­

del período, lo hará de manera tal, que no se afecte ese - -

principio y ese derecho de las partes, porque sería inequit~ 

tivo conferir ese beneficio a la parte que prc~ende en excl~ 

siva retardar el procedimiento o que por su negligencia ha -

sido imposible recibir las pruebas que ofreció. Esta es una 

realidad que deben de tener muy pr~scnte los ór~anos judici~ 

les, y que aun cuando resulta laborioso y a ve~es un tanto -

cuanto subjetivo a ser la determinaci6n, debe de buscarse -­

siempre razonas, motivar y fundar adecuadamente la prórroga-

del contrato. Desde luego resulta obvio que ~: con el pedi­

mento de la persona que desea la pr6rroga del ~er!odo se - -

exhibe la conformidad de la contraria o de las contrarias -­

cuando hay pluralidad de las partes, el Juzgador sin más tr! 

mite, debe de autorizar la prórroga, y ello es así porque no 

debemos de olvidar que uno de los principios básicos del pr~ 

ccdimiento nercar.til es que el procedimiento ~r~ferentc es -

el convencional. 

Por lo que se refiere al período ultramarino, di-­

cho término sólo es prorrogable en casos muy específicos, di 
ce el artículo 1207 del Código de Comercio wEn los casos y -

bajo las condiciones dispuestas por las leyes, quedando al -

arbitrio del juez, señalar dentro del legal, el término que­

crea prudente, atendiendo la distancia del legal y la cali--
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dad de la prueba". Disposición mencionada es bastante os--

cura, porque hace remisión expresa a la dispocición expresa 

de la ley, que menciona y que por ende el peticionario -

de ia prórroga est~ obligado a señalar como causa de su so-

licitud, pues en caso contrario corre el peligro inminente-

de que no le sea otorgada, con independencia de que en este 

caso si se concede una facultad discrc~ional al juzgador p~ 

ra otorgar o no la pr6rroga 1 ante lo cual se reiteran los -

conceptos que antes hemos vertido por cuanto al cuidado y -

la mesura que deben caracterizar al juzgado a ese respecto. 

Desde lueqo, un~ vez que transc~rra el t5rmino ex 

traordinario o prorrogado, no puede volverse a otorgarse 

una nueva prórroga, pues esto haria interminables los de ya 

por s! extensísimos juicios merc~ntiles. 

7) LA SUSPENSION DEL TERMINO DE PRUEBA: 

tl artículo 1208 del código de Comercio estable-­

ce: Ni el término ordinario ni el extraordinario podrán su~ 

penderse sino de común consentimiento de los interesados o 

por causa muy grave a juicio del juez y bajo su responsabi­

lidad. Nótese que son dos las razones por las cuales puede 

suspenderse el período probatorio de un juicio mercantil por 

voluntad de las partes o a juicio del juez por causas qra--

ves y bajo su responsabilidad. 
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El primero de esos supuestos ya ha sido examinado-

a lo largo de este trabajo y se basa desde luego, en el pri~ 

cipio de que el procedimiento mercantil preferente es el co~ 

vencional, el segundo tiene corno raz6n de ser la funci6n del 

juzgador como director del procedimiento exclusivamente aun­

cuando la ley le impone la obligación de hacerlo en aquellos 

casos en que existan causas graves para hacerlo y si bien es 

cierto que no menciona cuSles son el sentido comGn, t1arán 

que el juzgador note esa necesidad, como podría ocurrir en -

el evento en que alguna de las partes se ve privada momentá­

neamente o por un lapso de tiempo determinado de sus facult~ 

des o de sus derechos y interrup1r el término probatorio-

pueda traer como consecuencia un evidente estado de indefen­

si6n que hará que el procedimiento y no sólo el período pro­

cesal que nos ocupa se i11terrumpa, hasta en tanto existe la­

posibilidad jurídica y materia de que esa parce afectada co~ 

tinúe con la substanciación del juicio, respectándose sus d~ 

rechos fundamentales. 
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AJ Confesi6n. 

Este medio de convicción lo regula el art!culo ---

1211 del Código de Comercio. A manera de introducción cita-

remos tres definiciones de lo que debe entenderse por tal. 

2 
SegGn Manuel Matees Alarcón "confesi6n es la de--

claración judicial o extrajudicial, con la cual una parte e~ 

paz de obligarse, con el ánimo de suministrar a la otra una-

prueba con perjuicio suyo, reconoce total o parcialmente la-

verdad de una obligación o de un hecho que es susceptible de 

efectos jurídicos". 

Para llernando Davis Echandia ''la confesión es una 

declaración de parte, que contiene un reconocimiento de he--

ches de consecuencias jurídicas desfavorables para el confe-

sante 11
• 

4 
Para Jos~ Becerra Bautista ''confcsi6n es el rcco-

nocimiento de hechos propios que produce efectos jurídicos -

en contra de quien, siendo capaz, lo hace libre y formalmen-

te en juicio". 

i. Hateas Alarc6n, Las pruebas en Materia Civil, Mercantil,­
Federal, Cárdenas Editor y Distribuidor, México, 1917, -­
P. P. 279, 292. 

J. oavis Echandia Hernando, Teoría General de la Prueba Judi 
cial, Cárdenas Editor y Distribuidor, Buenos Aires, 19817 
Quinta Edición, P.P. 579, 582. 

4. José Becerra Bautista, El Proceso Civil en México, Porrúa, 
México, 1971, Tercera Edición, P.P. 152, 158. 
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De los preceptos mencionados, por nuestra parte d~ 

ducimos, que confesión es el reconocimiento que hace una de­

las partes sobre hechos en los que haya participado y que le 

acarrean consecuencias jur!dicas desfavorables para el conf~ 

san te. 
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La prueba confesional tiene diversas especies, pu~ 

de ser judicial o extrajudicial y, espontánea y provocada. 

La primera clasificación la prevé el artículo 1211 

del Código de Comercio, en tanto que la segunda, se deduce -

de los artículos 1212 y 1235 del mismo ordenamiento, 

La confesión judicial es aquélla que se efectúa a~ 

te el 6rgano jurisdiccional del conocimiento, en tanto que -

la extrajudicial es aquilla que se efectúa ante un 6rqano --

distinto, aun cuando tambi5n sea jurisdiccional, pero no del 

conoci~icnto de la controvers1a, incluso puede tratarse de -

un 6rgano judicial que conociera del negocio pero que poste-

riormente hubiera sido declarado incompetente, no obstante -

esta última confcsi6n podria tener pleno valor si en el mo-­

monto~n que se realiza, el órgano que las recibe conscrvara­

su jurisdicción en el negocio. 

La prueba confesional espontinca es aquilla que B! 

¡u11a de las partes formula al contestar la demanda o al art~ 

=ular posiciones, en tanto q11c la provocada es la que se ha-

~e al absolver posic1ones. 

En la materia que nos ocupa, el enjuiciamiP.nto me~ 

cantil es muy particular, considera que la confesión perfec­

ta sólo se ~ncuentra entratándose de la judicial provocada o 
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de la extrajudicial formulada ante un Ór~a~o jurisdiccional, 

que en el momento en ~1 que se dio era competente para cono-

cer de la controversia. Las demás especies las considera im 

perfectas, para otor9arles pleno valor req~iere de su ratif! 

cación. 

Tocante a su ofrecimiento, la oportunidad de la 

prueba confesional, como ocurre en general, tratándose de un 

juicio·mercantil, puede ofrecerse sólo den~ro del término 

probatorio, ya sea ordinario o ultramarino, sin embargo, en-

el procedimiento mercantil, este mc<lio de convicción na ha -

conoce como una pr~eba privilegiada, ya q~e ca~bi~n puede --

ser ofrecida en cualquier etapa procesal, con la Gnica cond! 

cionante de que no existn citac16n para oir sentencia, 

tramitación inicia con el ofrecimiento correspondiente. -

Si se acompaña el pliego de posiciones y se solicita al órg~ 

JUr1sdi~c1onal, ~5tC ~and~r¡ ~itar al a~solvcntc para que 

comparezca a contestar las posiciones que su le formulen, y-

si no se presentare y el oferente de la prueba insistiere 

la rcndici6n de la prueba, podrS volverlo a citar por segun-

dd ocasión, con el apercibimiento de dec!ararlo confeso en -

caso de subsistir la rebeldía. 

El desahogo de la prueba, congruentemente con lo -

referido puede verificarse en cualquier estado del juicio -­

hasta antes de la citación para sentencia. 



LA PRUEBA INSTRUMENTAL 

El cap!tulo XV del Libro Quinto del Código de co-­

mercio regula todo lo concerniente a los documentos y a los­

instrumentos, lo cual produce al lego cierta inquietud. Tal 

vez el empleo de la ''y" sea la causa, en algunas ocasiones -

se emplea en forma copulativa, y en otras disyuntiva, en es­

te a1timo caso con la funci6n de "o". 

La confusión a que nos referimos tiene su origen -

en que generalmente en la secuela del procedimiento, al of re 

cersc la prueba instrumental de actuacion&s consistente en -

todo lo actuado en un expediente judicial, o la instrumental 

privada relativa al convenio celebrado entre las partes. 

!fa existido la tendencia de identificar los concee 

tos de documento e instrumento, o escrito, como si todos los 

documentos coJisisticran en escritos, esto es consecuencia de 

que el Código Civil de Napoleón y los que en este se basa, -

se refieren solamente a ~stos Gltirnos, distingui511dolos en -

instru~~ntos pGblicos y privados, es decir, escritos u ocur­

sos que provienen de una autoridad gubernamental o de los -­

particulares; sin embargo, existen numerosos documentos que­

na son precisamente escritos u ocursos como los planos, dibu 

jos, cuadros, fotografías, radiografías, películas, cintas -

magnetofónicas, radiogramas, discos con grabaciones de con--
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versaciones y similares, cuya naturalcz~ documental no es p~ 

siblc desconocer, lo c~al, aunque no se encuentre reqlament~ 

do, generalmente se acepta, tanto por la influencia de la 

doctrina, como por la jurisprudencia de todos los paises, 

por lo cual, no hace falta que la ley autorice expresamente, 

porque sc~eben aceptar incluidos en el género de la prueba -

documental pública o privada, según el origen que tengan. 

Por ello es un error identificar los documentos --

con los instrumentos, como lo hacen ciertos autores como Le-

sana, Planiol y Ripcrt, ello probablemente a consec11~ncia de 

que lds lc~islacior1es de sus paises co~cemvlan únicamente 

les segundos, como ocurre en el código de Napoleón y los que 

se basaron en éste, como el Código de Comercio mexicano, ch! 

leno, el español, el venezolano, etc. 

El c6di90 de Comercio al igual que el Códiqo de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, regula a los 

instrumentos y a los documentos, al señalar los medios de 

convicci6n, sin embargo, la lectura minuciosa y sistem5tica-

de los artículos 1237 al 1251 del primero y 327 a 345 del s~ 

gundo, arroja como resultado que en ellos se hace una clara­

refcrencia a instrumentos públicos y privados en exclusiva,­

lo que denota que también en el le~islador existió confusión 

al reglamentar ese medio de convicción, probablemente a la -

indudable influencia a que nuestro sistema jurídico ha teni-
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do del código de Napole6n y el derecho español, pero docume~ 

to es todo objeto producto de un acto humano que representa-

a otro hecho o a un objeto, una persona o una escena natural 

o humana, los instrumentos son una de las varias especies de 

document,os, la que consiste en escritos públicos o privados, 

auténticos o sin autenticidad. En aquellos paises cooo el -

nuestro en donde la legislación sólo contempla los instrume~ 

tos como medio de prueba, la doctrina y la jurisprudencia --

ha11 incluido e11 la prueba documental, los documentos no ins-

trumantales como fotografías, planos, cuadros, dibujos, pell 

ccl~s, cintas magnetofónicas, discos, radiografías, etc. I~ 

cl~sc alJUlios a~torcs extienden 1cma5iado ~l conce~tc de <lo-

cumento para incluir objeto no representativos que puedan --

Jlcv~rse a la presencia del juez como telas, armas, ~aderos, 

metdles, cte., tal como ocurre en ~l procedimiento pendl de-

nuestro país. 

Ln el procedimiento mercantil ta~blin se ha arnpt~ 

tic jurisprudcncialrncnte la pos1b1l1dad de aportar documentos 

no illstrumentales como medios de convicción, por lo que es -

aplicable todo lo que se ha manifestado, as! como lo que sc­

estudiará por lo que hace al ofrecimiento y valuación proba-

toria. 
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D) Juicio de peritos. 

Para una cabal comprensión de este medio de convi~ 

ci5n estimo pertinente exponer tres opiniocs de distinguid~s 

jurisconsultos, que son los siguientes; 

Manuel Mateas Alarc6n:
5 

11 la prueta pericial es el-

dictamen de las personas versadas en una ciencia, en un arte 

o en un oficio, con el objeto de ilustrar a los tribunales -

sobre un hecho cuya existencia no puede ser demostrada ni --

~preciada sino por medio de conocimientos científicos o téc-

nicos¡ o bien, un medio ~e descubrir la verdad de un hecho;-

y ¡a forma especial de su demostraci6n deducida de los fen5-

menos visibles de él o de sus efectos". 

Por su parte, el exponente contemporáneo de la do~ 

trina mexicana, don Marco Antonio Téllez Ulloa
6

expone que: -

''por juicio de peritos se entiende el parecer o dictamen que 

dan personas experimcntadus en su oficio, arte o ciencia que 

pose~r1 conocimientos sobre ciertos hechos u objetos conteti--

ciases en virtud de examen o de reconocimiento que les con--

fía el juez con el fin de obtener las noticias necesarias p~ 

ra la deci3ión del pleito ? que no puede procurarse por si -

mismo''. 

S. IBIDEM, P.P. 259, 272. 
&. Téllez Ulloa Marco Antonio, El Enjuiciamiento Mercantil -

en México, Cárdenas Editor y Distrib., México 1980, Scgu~ 
da Edición. P.P. 173, tes. 
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Finalmente, el mundialmente reconocido procesalis-

7 
ta Hernando Devis Echandia, considera por su parte lo siguie~ 

te: "la peritación es una actividad procesal desarrollada, -

en virtud de encargo judicial, por personas distintas de las 

partes del proceso, especialmente calificadas por sus conocl 

mientas técnicos, artísticos, o cienc!ficos, mediante la - -

cual se suministra al juez argumentos o razones para la far-

mación de su convencimiento respecto de ciertos hechos cuya-

precepción o cuyo entendimiento escapa a las aptitudes del -

comGn de las gentes". 

De estos preceptos y ar1tes de hacer ~no propio, me 

es de apreciar una nota que algunos ~utores con toda propio-

dad hacen acerca de lo que es ''juicio de peritos'' y acotan -

lo siguiente, diciendo que un error llamar, como se hac!a 

la legislación antigua, juicio a uno de tantos medios de-

prueba que autoriza y reglamenta la ley, y que cal defecto -

pu~de producir confusiones en la ¡.rSctica, ~ e&Le ~omcntar10, 

creemos, tiene su base, ya que en la pr5ctica procesal mer--

cantil, a esta probnnza se le conoce como ''prueba pericial''-

y no como JUicio de peritos; y es qce la denotación Juicio -

~ntrafia la conceptuaci5n de otra idea. 

Por nuestra parte diremos que la prueb~ pericial -

son todos aquellos elementos que aportan a juicio personas -

7. IBIDEH, PP. 287, 291. 
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especializadas en ciertos oficios o art¿~ que de una u -Otra-

forma el juez no puede aportar por sí rai~=~ 

necesita el auxilio de estas personas. 

La prueba pericial tiene algunas especies tales -­

como son la judicial, que es cuando la de=retan los tribuna­

les a instancia de parte o de oficio, ya ;~e tienen facultad 

para ello, La extrajudicial, que es la q~e se practica fue­

ra del juicio, por alguno de los ·1nteresad~s para presentar­

la o hacerla valer después en él. La lega: que es la que o~ 

dena o decreta la ley e11 determinados cases, por ejemplo - -

por enajenación mental. 

Nuestra leqislaci6n, en el art!=~lo 1252 del C6di­

go de Comercio, establece que el juicio de peritos tiene lu­

gar en los negocios relativos a alguna cie~cia o arte, 

los casos que expresamente lo sugieran las leyes, 

concatenados los conceptos primeramente menciona--

dos y la disposición legal anteriormente =encionada, podemos 

colegir que, por juicio de peritos debe de c-ntcndersc como el 

dictamen, opinión o parecer que emiten algunas personas aut~ 

rizadas en un oficio, arte o ciencia, o en su caso que po- -

scen conocimientos sobre ciertos grupos u objetos contencio­

sos a virtud de examen o reconocimiento que les confía el --
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juez para obtener las noticias más indispensables y necesa--

rias para Jecidir un pleito en el cual se requieren de esos­

precisos conocimientos que no pueden procurarse por st mis-­

mas, no obstante es imprescindible dejar asentado que el di~ 

tamen de peritos no ea un sin6nimo de la función de juzga- -

miento propia del órgano jurisdiccional, ya que los peritos-

no juzgan, fallan, sino sólo dictaminan emitiendo su epi-

ni6n sobre determinados hechos que se fundan en la ciencia,­

arte o actividad que profesan, pero que no imponen obliga- -

ción al juzgador, quien para efectuar el período de convic-­

ción propio de la decisión de los asuntos, tan sólo 

cuentra obligado a emitir su resoluci611 con apoyo er1 las op~ 

nioncs calificadas que considere conducentes para und ~xactd 

aplicación del derecho. 

No debe pasarse por alto que los peritos tan sólo­

auxiliares del juzgador. 

La denominación de este medio de prueba en el jui­

cio ejecutivo mercantil, denota por sí sola que proviene del 

siglo pasado y que no ha sido actualizada conforme a las mo­

dernas corrientes procesalistas que tan s6lo la denominan -­

prueba pericial, pericitaci6n, y la razón es obvia, el lla-­

marlc juicio de peritos puede conducir desde un punto de vi! 

ta literal, al equ!voco de considerar que se emite un juicio 

decisorio, lo que ya vimos en l!ncas precedentes no es ver--
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dad y por ello creemos que debe actualizarse cuando menos el 

nombre que recibe el medio de convicción ;ue nos ocupa, aju~ 

tándose a las corrientes modernas que no sólo actualizan, si 
no conducen a una comprensi5n m&s exacta y t&cnica del tema. 

Ofrecimiento de la prueba pericial: 

Por lo que hace al momento en que debe ofrecerse -

este medio de convicción, no existe un momento exacto, tan -

sólo se requiere, se formula en el lapso que fij~el juez, p~ 

diéndosc en su caso solicitar el término ultramarino. La 

ley de la materia ta:poca flJd la fcr~a ~~ que dctc hacerse, 

pero de la interpretación sistemit1ca de los preceptos del -

Título XV, del código de Comercio se desprende que debe rea-

tizarse mediante un ocurso en el cual el oferente de la pru~ 

ba designara a la persona que propone como tal, pudiendo so­

licitar del juez instructor que se de vista a la contraria -

para que manifieste su conformidad o inconformidad, sl está­

de acuerdo el juez, designará al propuesLo perito de la cau­

sa, siendo suficiente el dictamen que ofrezca para que se e~ 

cuentre en aptitud de pronunciar el fallo correspondiente¡ -

si no hay acuerdo, ese punto la ley omite expresar qué s~ 

cede, pues si bien pudiera pensarse que, si el artículo 1253 

del c6diqo de Comercio da la resoluci6n al planteamiento, tal 

aseguración es incorrecta, dado que tal disposición debe en• 

tenderse como encaminada a los casos en que existe plurali-· 



54. 

dad de partes o litigar unidas o perseguir los mismos fines, 

deben designar un solo perito poniéndose de acuerdo, pero si 

no logran esa conjunci6n de opiniones, el juez se encuentra-

facultado para designar por las partes en conflicto, uno so-

10, para que se emita su opini6n a nombre de todos los liti~ 

consortes. Una interpretación contraria conducirta a dctcr-

minar que los contendientes de un conflicto jurídico deben -

designar un perito común, lo que si bien puede ocurrir, es -

casi imposible que suceda, en todos los casos, pero además -

esa circunetancia conduce a un conflicto de mayor trascende~ 

cia, el relativo a la designación oficiosa de peritos, lo --

cual choca con el principio. 

Dispositivo que rige en el enjuiciamiento merca11--

til y la naturaleza misma de la pericitación: 

Tocante al primer problema, el comentarista al CÓ­
B 

digo de Comercio, Marco Antonio Téllez Ulloa, comenta a tal-

disposición: ''que en primer lugar nos parece evidente la il! 

qalidad de la designación del perito en rebeldía por la par-

te omisa, toda vez que al juez le está vedado por la propia-

ley la proposición de esa prueba". 

B. IBIOEM P. 125. 
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Todavía en los juicios mercantiles de la actuali--

dad, la práctica viciosa e ilegal de nombrar perito en rebe! 

día perdura cuando la parte omisa deja transcurrir el térmi-

no para ello. 

El motivo de la designación del perito de la parte 

omisa o rebelde en la práctica actual, se funda en la mala -

aplicación supletoria de la legislación procesal civil, de -

las entidades, que prevén en sus disposiciones el nombramio~ 

to de perito en rebeldía (artículo 398 del Código de Proccdi 

mientes Civiles para el Distrito Federal), o bien porque no-

conteniendo tal prevención como sucede en el articulo 293 --

del Código de procedimientos Civiles de Sonora, se designa -

perito para mejor proveer, argumentando los primeros, que la 

prueba pericial es por naturaleza colegiada, de acuerdo con­

la jurisprudencia número 299 de la Tercera Sala de la Suprc­

Corte de Justicia de la Nación, y los segundos argumenta~ 

do que para conocer la verdad verdadera o verdad material o-

por equidad, o porque los peritos se prestan al dictamen que 

la parte interesada les proponga, o por los abusos que se e~ 

meten al valorizar los bienes con valores inferiores al pre-

cio del mercado. 

Por ésto, los que aplican de esta manera la suple-

toriedad, vulneran el principio de la carga procesal de las-

pruebas y el principio dispositivo que administra el ordena-
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miento mercantil. 

En el sentido apuntado me permito diferir de la -­

opini6n de tan insigne jurista, en base a los siguientes ra­

zonamientos. La circunstancia de que el juez del conocimie~ 

to de una contienda designe oficiosamente al perito de la 

parte que fue omisa en ese sentido, no significa que esté 

proponiendo la pericitación, dado que ese medio de convic- -

ción ya le fue propuesto y probablemente ya se pronunció el­

auto admisorio correspondiente, consecuentemente no se está-

en el caso de que pretenda alegar al juicio a ese medio de -

convicci5n, sir10 tan s51o de que su desahogo se efectGe de -

manera colegial, ante la imposibilidad de que las partes en­

conflicto se hubiesen puesto de acuerdo en la designación de 

uno solo. 

Tampoco puede sostenerse que se esté en presen-

c!a de la efectividad de una prevención legal para el caso -

de la omisión en la designación de perito, pues ningún prc-­

cepto hay, que sancione la omisi6n, y tan es así que incluso, 

el numeral 1253 del código de Comercio prevé que en el caso­

de litisconsorcio el juez debe designar uno de los peritos -

propuestos por los litisconsortes. 

Por otra parte, estamos de acuerdo en la atinada -

transcripción de este ~is~o 4utor, en donde considera ilegal 
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el nombramiento de peritos en rebeldía y considerarlos de ca 

r~cter subjetivo y personal, pues si bien es cierto que pu--

diera ocurrir que un juez designara al perito conforme a las 

reglas de las leyes supletorias o bien co•o una diligencia -

pAra mejor proveer, lo que no discuto, ello no quiere decir-

que tenga la razón o bien que necesariamente deba apoyarse -

la designaci6n en uno de esos dos supuestos, ya que siendo -

el procedimiento mercantil preferente al convencional, si no 

existe pacto en ese sentido, el artículo 1251 del Código de-

Comercio previene la aplicaci6n de lo que dispone el Libro -

Quinto de tal ordenamiento, o en su defecto que se aplique -

la ley local respectiva, sin embargo, si ~o existe el conve-

nio de referencia y el Código de Comercio no prevé alguna -­

circunstancia específica como en el caso, y además, no puede 

aplicarse de manera supletoria la ley procesal local, resul­

taría absurdo que no haya pronunciamiento al respecto y mSs-

que llegara a estimarse omiso, debe estarse o conformarse -­

con la opinión que emita el perito del oferente de la prueba, 

ya que no debe olvidarse que probar es una carga, no ur1a - -

obligación, y el "onus probandi" pesa probablemente sobre el 

oferente y no sobre el omiso. Por tanto ante esa circunsta~ 

cia, lo menos que puede hacer el juez del conocimiento es --

aplicar los principios generales del derecho, por lo que co~ 

forme al que impone la igualdad de las partes, respecto a 

que todos los litigantes deben estar en posición idéntica 

frente al juez y por ello no deben existir ventajas o prlvi-
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legios en favor de una, ni hostilidad en perjuicio de la 

otra, si el omiso no tiene sanción por su conducta negativa, 

lo menos que puede hacer el órgano jurisdiccional es desig--

narle un perito a su costa, para que cuente cah los elemen-­

tos suficientes para decidir sobre la opinión que le propor­

cionen, siendo también trascendental la circunstancia de que 

la prueba pericial se desahoga preferent•mente de manera 

legiada a excepción de cuando las partes se ponen de acuerdo 

a un solo perito, ya que el dictamen emitido no obliga al 

juez a tomarlo en cuenta para su resolución y si fuera el C! 

so que nos ocupa, el hecho de que escuche la opinión del pe­

rito designado en rebeldía del omiso, le permite tener mayor 

criterio para resolver con apoyo mSs sólido al haber escuch! 

do la opinión de dos peritos. 

Por otra parte, el ordenamiento mercantil no se 

encuentra una disposición de que se siga el carácter colegi~ 

do de la pericitación, toda vez que ese carácter deviene de­

la naturaleza Jurídica de la prueba, que es una forma de com 

pletar la cultura y los conocimientos del juez al suministra~ 

le un instrumento de convicción consistente en las reglas -­

t~cnicas que integran un conocim1e11to específico y por ello, 

el jue~ debe conocer m&s de una opinión para que pueda disce~ 

nir sobre la cuestión a dilucidar y en caso de ser acordes -

las opiniones emitidas, es inconcuso que la certeza del he-­

cho desconocido es inobjetable. 
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Especies de pericitaciones y de peritos: 

Esta clasif icaci6n depende del punto de vista que­

se adopte para considerarlos y así tenerlos,por ejemplo: 

a) Hay pericitaciones para verificar la existencia 

o las características de los hechos t6cnicos, -

científicos o artísticos, esta clase de dicta-­

men es, indudablemente, un medio para la compr~ 

baci6n de hechos, y es quizS lo m&s frecuente -

en el procedimiento mercantil. 

b) Otras pericitacioncs tienen la finalidad de - -

aplicar las reglas técnicas, artísticas o cien­

tíficas de la experiencia especializada de los­

expertos, a los hechos verificados en el proce­

so, por cualquier medio de prueba, para deducir 

de ellos las consecuencias, las causas o las ca 

lidades o valores que se investigan. 

e} Se habla también de pericitaciones forzosas y -

potestativas o discrecionales, según que la loy 

exija o no su práctica para el caso. 

d) Hay pericitaciones judiciales y prejudiciales -

seqGn que ocurren en el curso de un proceso o -



60, 

en diliqencia procesál previa. 

e) Puede hablarse de pericitaciones oficiosas o -­

por iniciativa de las partes, se9Gn que medie o 

no este impulso desinteresado. 

Valoración de la pericitaci6n: 

De todo lo expuesto a lo largo del estudio que nos 

ocupa, se deduce que para que exista jurídicamente la prueba 

pericial &e requieren los siguientes presupuesto&: 

a) Debe ser un acto procesal: para que exista la -

pericitación es indispensable que el dictamen -

forme parte de un proceso o de una diligencia -

procesal previa, es decir, debe ser un acto pr~ 

ce sal. 

b} Debe ser consecuencia de un encargo judicial, -

el dictamen de los expertos no puede ser cspo~ 

táneo, como sí puedo ser el testimonio1 es in-­

dispensable que estpe precedido de un encarqo -

judicial, ~ediante providencia dictada y notif~ 

cada en forma legal. 

e) Debe ser un dictamen personal: el perito desig-



nado por el juez no puede alegar su encargo 

otra persona. 
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d) De versar sobre hechos y no cuestiones de puro­

derecho. 

e) Debe ser dictamen de un tercero. 

Asentado lo anterior, podemos concluir que el dic­

tamen puede existir jurídicamente y sin embargo adolece de -

nulidad y resulta ineficaz, y para que ello no ocurra es in­

dispensable que el medio de convicci6n requerido reGna los -

siguientes requisitos: 

a) La ordenación de la prueba en forma legal. 

b) La capacidad jur!dica del perito para desempe-­

ñar el cargo. 

e) La debida posesión del perito. 

d} La presentación o exposición del dictamen en -­

forma legal. 

e) Que sea un acto consciente libre de coacci6n, -

violencia, dolo, cohecho o seducci6n. 
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f) Que no exista prohibición legal de practicar e~ 

ta clase de prueba. 

g) Que las conclusiones del dic~amen sean claras,­

firmcs y consecuencia lógica de sus fundamentos. 

Luego entonces, para que el dictamen tenga efica-­

cia probatoria, no basta que exista jur!C~camente y que ado-

lezca de nulidad, sino que es necesario además que reúna los 

requisitos para su eficacia probatoria. 

a) Que sea un medio conducente respecto al hecho a 

probar. 

b) Que el hecho objeto del dictamen sea pertinente. 

e) Que el perito ~ea experto y competente para el 

desempeño de su cargo. 

d} Que el dictamen est& debid3=e11te fundamentado. 

e} Que las conclusiones del dictamen sean convin-­

centes y no aparezcan improbables, absurdas o -

imposibles. 

El juez tiene absoluta libertad para valorar el --
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f) Que no exista prohibición legal de practicar e~ 

ta clase de prueba. 

gl Que las conclusiones del dictamen sean claras,-

firmes y consecuencia lógica de sus fundamentos. 

Luego entonces, para que el dictamen tenga efica--

cia probatoria, no basta que exista juríC:camente y que ado-

lezca de nulidad, sino que es necesario además que reúna los 

requisitos para su eficacia probatoria. 

a) Que sea un media conducente respecto al hecho a 

probar. 

b) Que el hecho objeto del dictamen sea pertinente. 

e) Que el perito d~a experto y competente para el 

desempeño de su cargo. 

d} Que el dictamen esté debid3~ente fundamentado. 

e) Que las conclusiones del dictamen sean convin--

centcs y no aparezcan improbables, ~bsurdas o -

imposibles. 

El juez tiene absoluta libertad para valorar el --



dictamen de los peritos,. es decir, no tiene que sujetarse 

las reglas impuestas para otra clase de prueba. 

63. 



E) Inspección judicial: 

Para una mejor comprensi6n de lo que debe entende! 

se por tal, daré tres definiciones de algunos estudiosos de-

la materia. 

9 
Para Hernando Devis Echandia: ~se entiende por in~ 

pccción o reconocimiento judicial, una diligencia procesal -

practicada por un funcionario judicial, con el objeto de ob-

tener argumentos de prueba para la formación de su convic- -

ci6n, mediante el examen y la observación de sus propios se~ 

tidos, de hechos ocurridos durante la diligencia o antes, p~ 

ro que subsisten,o de rastros o huellas de hechos pasados, y 

en ocasiones de su rcconstrucci6n''. 

Manuel Kateos Alarc6~ 0 considcra: ''el reconocimien-

to o inspección judicial, es el examen que el juez hace en -

persona y con arreglo a derecho, de las cosas que son objeto 

to de la contienda''. 

Rafael de PinÁ 1nos dice que: ~reconocimiento o in~ 

pccción, es el examen directo por el juez, de la cosa, mue--

9. IBIDEH, P.P. 415-426. 
1 O. IBIDEH, P. P. 187-207. 
11. De Pina Rafael, Tratado de las Pruebas Civiles, Porrúa,­

México, 1984, Tercera Edición, P.P. 304, 322. 
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ble o inmueble sobre el que recae, para formar su convicci6n 

sobre el estado o situación en que se e~:uentra~. 

Por mi parte, y haciendo un resumen de los mencio­

nados preceptos diré, que reconocimiento o inspecci6n judi--

cial, es el examen directo que hacen los funcionarios de un-

juzgado de los hechos controvertidos en un proceso y que pu~ 

den crear convicción en el juzgador al dictar sentencia. 

Naturaleza jurídica de la inspección judicial: en-

esta clase de probanza predomina la actividad perceptora del 

juez, mediante la cual conoce directamente el hecho que se -

quiere probar con ella sin utilizar las percepciones de otras 

personas como medio para conocer ese hecho, es decir, la 

prueba consistente en la verif icació~ hecha por el juez, 

diante sus sentidos y su razón, y por lo tanto, existen ind~ 

dablemente una actividad probatoria. 

características de la inspección JUdicia:: 

a) Es una actividad física e intelectual para la -

verificación de hechos. 

bl Esa actividad debe ser realizada por un funcio-

nario judicial y sólo excepcionalmente, si la -

ley lo autoriza, por &lguna otra persona. 
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e} Tiene naturaleza jur!dica de prueba judicial. 

d) Es una prueba directa del hecho inspeccionado -

o examinado cuando éste es apenas indicio del -

hecho por probar, el primero es prueba indirec­

ta del segundo, pero la inspección es prueba a~ 

recta de aquél, sin embargo, suele decirse que-

en el último caso, la inspección es prueba indi 

recta del hecho indicado por el que con aquella 

se prueba confundiendo la inspección con el ob-

jeto o hecho inspeccionado. 

e) Es una prueba personal: considerando que llega-

como tal al proceso, mediante un acto humano. 

f} Es una prueba crítica o lógica: porque no es la 

representación de la cosa o el hecho inspeccio-

nado, sino que consiste en su asunción directa-

por el juez, quie~ con sus sentidos y su mente-

lo verifica y existe siempre un juicio critico-

por sencillo que éste sea. 

g) Es una prueba formal: porque tiene un simple V! 

lar probatorio y no puede concebírsele como un-

requisito ad substantiam actus. 
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Objeto de la!nspección: 

El bojeto es l~ verificación de hechos materiales­

de toda clase, que el juez puede examinar y reconocer, es d~ 

cir, pueden ser objeto de esta prueba los hechos ocurridos -

antes pero que todavía subsistan total o parcialmente, los -

hechos que se produzcan en el momento de la diligencia. 

Especies de inspecci6n: 

ser: 

En consideración al objeto de la diligencia puede-

a) Reconocimicn~o e identificaci6n de inmuebles. 

b) Reconocimiento e identificación de cosas u obj= 

tos muebles. 

e) Reconocimiento e identificación de animales. 

d) Reconocimiento e identificación de personas. 

e) Reconocimiento e identificaci6n de cadáveres. 

Según las personas que intervienen en la diliqen-­

cia, esto es con la participación de peritos que en cierto -
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momento pueden auxiliar con sus conocimientos. En consider~ 

ción al impulso procesal que conduce a su ordenación: puede­

ser ordenado o practicado a solicitud de parte u oficiosame~ 

te. 

Ofrecimiento: 

Este puede ser a solicitud de parte o por disposi­

ción oficiosa del juez. Y en los procesos civiles y mercan­

tiles se le otorga la facultad al juez para ordenarla ofici~ 

samente. 

Desaho901 

La inspección se desahoga cuando da comienzo la dl 
ligencia, en el lugar de los hechos, con la asistencia del -

juez. 

Valoración1 

Es medio de prueba, no es un medio infalible para­

la parificación de los hechos, puesto que el juez puede in-­

currir en errores de percepción, ocasionados por insuficien­

te atención o por la ligereza dol examen que se haga de los­

hechos, por l~s caracter{sticas complejas o técnicas de és-­

tos, existiendo también el peligro de errores en la interpr~ 
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tación del acta; el Código de Procedimic~~os Civiles aplica-

do supletoriamente al de Comercio, le o~cr~a a la inspección 

judicial practicada con citación de la pa~~e contra quien se 

aduce, el valor de prueba plena, pero co~o ya quedó asentado, 

si el juez no está del todo convencido pcr la eficacia de la 

probanza, la valoración queda a su criterio. 

F) Testigos, 

Para una mayor comprensión de lo que se deben en--

tender por esta acepción, daré tres opiniones de estudiosos-

de la materia. 

Hernando Devis Echa11diÁ~ acota ''el testimonio es -

un acto procesal, por el cual, una persona informa al juez -

sobre lo que sabe de ciertos hechos, está siempre dirigido -

al juez y forma parte del proceso o de diligencias procesa--

les previas". 

Manuel Hateas Alarc~~ perccptGa: "testigo es aqu61 

que debe deponer sobre los l1echos de que ha sido presencial, 

que ha percibido por sus propios sentidos, porque los ha Vi~ 

to o los ha o!do ejecutar". 

12. IBIDEM, P.P. 21, 62. 
13. IBIOEM, P.P. 301, 322. 
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Jorge Obreg6n Heredl~, nos dice: "testigo es una -

persona fidedigna, esto es, que no concurren en ella ninguna 

de las circunstancias que la ley le admite declarar". 

Por mi parte diré que testigo es aquella persona -

que declara dentro de un proceso sobre la existencia de he--

chos de los cuales los ha presenciado en forma directa o sa-

be de ellos por algún otro medio. 

~aturaleza jurídica de la prueba testimonial: 

El testimonio es un acto procesal de terceros, que 

consiste en una declaración de ciencia de carácter represen-

tativo y pertenece al grupo de las pruebas históricas, pers~ 

nalcs e indirectas. 

Caracter!sticas de los testigos: 

a) Es un acto jurídico, conscientemente ejecutado. 

b) Es un acto procesal. 

c) Es un medio de prueba judicial. 

14. Obregón Heredia Jorge, Enjuiciamiento Mercantil, Obregón 
Heredio., s.A., M&xico 1901, Sexta Edición, P.P. 123, 135. 
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d) Es una prueba indirecta, personal, represcntat! 

va e histórica. 

e) consiste una narración de hechos, entendidos 

éstos en la forma más amplia. 

f) Es una declaración espec!f ica. 

Excepciones al deber de testimoniar o comparecer -

al juzgado. No obstante que el deber de testimoniar tiene -

un carácter general, existen algunas excepciones respecto de 

ciertas personas como por ejemplo, por la dignidad del cargo, 

se excusan de comparecencia al juzgado, pero no al deber de-

testimoniar a los ministros del culto, funcionarios, agentes, 

diplomáticos de naciones extranjeras y su familia; por enfe~ 

medad o impedimento físico a los testigos que se encuentren­

en este supuesto y que lo demuestren en forma fehaciente, -­

por el lugar de la residencia del testigo, por incapacidad,­

por razón del secreto profesional, se exime a los aboqados y 

similares, médicos, confesores religiosos. 

Especies de la prueba testimonial: 

Hay dos clases de testigos que son los directo&1 -

también llamados de presencia o de vista y que son aquellos­

que han tenido conocimiento inmediato del hecho¡ y los indi-
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rectos que son los que comunmente se les llaoa de oídas. 

Otros autores también nos mencionan como diferen-­

tes especies de la prueba testimonial a la fama pública y el 

rumor público. 

Por otra parte podemos diferenciar distintas cla-­

ses de testimonios y de testigos, por lo que podemos cnnume­

los siguientes: 

a) Tomando el concepto en un sentido muy amplio e­

impropio 1 se habla de testigos procesales o ju­

diciales y extraprocesales o extrajudiciales o­

privados. 

b) Desde un punto de vista general pero rigurosa-­

mente procesal, puede hablarse de testimonio de 

parte y testimonio de terceros, 

e) Según el medio utilizado para rendirlo puede h! 

blarse de testimonio oral y escrito. 

d) Según que el testigo narre lo que observó, pue­

de hAblarse de testimonio original y de oÍdAs. 

Requisitos de existencia del testimonio: 
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a) Debe ser declaración personal; es decir que no 

se puede rendir un testimonio por conducto de -

un mandatario o apoderado. 

b) Debe ser declaración de un tercero, a menos que 

se tome en el sentido genérico que incluye el -

testimonio de parte; o sea que en sentido estri~ 

to el testimonio es un acto de una persona que-

es parte (procesalmente hablando) , en el pr~ 

ceso en que va a ser considerado coma prueba. 

e) Debe ser un acto procesal. 

d) Que la declaración verse sobre los hechos. 

e} Los hechos sobre los que verse deben haber 

ocurrido antes de la declaración. 

f) Debe tener significación probatoria. 

Requisitos de vali<lez del testimonio. 

Los requisitos para que' tenga validez jur!dica pr~ 

cesal son los siguientes: 

a) La previa admisi6n u ordenación del testimonio, 
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en legal forma. 

b) La legitimaci6n para pedir o presentar, ordenar 

o admitir y rendir el testimonio. 

e) La recepción del testimonio por el funcionario­

legítimo para ello. 

d) La capacidad jurídica del testigo. 

e) Debe ser un acto consciente libre de coacción. 

f) Debe cumplir las formalidades procesales de 

tiempo, modo y lugar. 

Requisitos de eficacia probatoria del testimonio. 

a) La conducencia del medio. 

b) La pertinencia del hecho objeto del testimonio. 

e) Capacidad mental en el momento de la percepción 

de los hechos sobre los cuales versa el testim~ 

nio. 

d) Ausencia de interés personal o familiar del te~ 
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tigo en el litigio_ so?i:~:· ~l._h.~.~h~ ,.o_~f~_to _;d~ su-

testimonio. 

en su narr!_ 

ciSn no aparezcan contradictci~io~: entre s!. 

f) Que haya claridad y seguridad en las conclusio-

nes del testigo y no aparezcan vagas ni incohc-

rentes. 

Inhabilidad para testimoniar. 

Como ya hemos visto, existen requisitos de validez 

para el testimonio, tales como la capacidad del testigo y su 

habilidad física, moral e intelectual y que para su eficacia 

debe estar libre de ciertas incapacidades tales como la inh~ 

bilidad aboluta y relativa, la primera consiste en motivos -

de edad, por incapacidad mental o moral, y la segunda, es el 

caso de quien se encuentra ebrio en el momento de declarar y 

de quien estuvo fuera de razón en ese momento por una causa-

transitoria. 

Esta figura jur!dica consiste en el falso testimo-

nio rendido ante la presencia judicial1 esta falsedad puede-

derivar un procedimiento penal, ya que el código de refcrcn-

cia contiene disposiciones al respecto. La tacha en nuestro 
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procedimiento mercantil se promueve como incidente y dentro-

del término de tres d!as siguientes a la publicaci6n de di-­

chas testimoniales. 

Renuncia al testimonio y desistimiento del mismo. 

En el proceso mercantil, las partes pueden desis-­

lir de los testimonios que solicitaron, siempre que lo hagan 

~ntes de su recepción. El desistimiewto de la prueba puede­

ser cuando no ha sido practicada y la renuncia cuando ya se­

practic6. 

Retractación y ratificación del testimonio. 

Se entiende por retractación del testimonio, el -­

neto por el cual, la persona que declaró en un proceso. le -

manifiesta luego al juez que no es cierto lo que dijo antc-­

riormente, es decir, que el testigo goza de completa líber--

t3d para retractarse y no necesita ~ducir ~1ueba ~lyur1a de -

error, ni importa que reconozca que obró con dolo en su tes-

ti1nonio, 

La rectificaci5n consiste en la concurrencia del -

testigo al despacho del juez con el ánimo de retractarse de­

ciertas declaraciones hechas por él y en este caso el juez -

le tomará una apliación de dicha declarac1ón. 
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La limitaci6n del número de testigos y s~ rechazo por incon-

ducentes. 

En el proceso mercantil, las p~rtes pueden presen­

tar el número de testigos que crean perti~entes para la debi 

da corroboración de los hechos a que aluden, pero algunas 

ocasiones, ya sea porque'el juez tiene la certeza de que con 

cierto número de testigos es suficiente, que en la práct! 

siempre es reducido a dos testigos por hecho, por econo-­

mía procesal o por creer que se hace con el ánimo de retar-­

dar el procedimiento, el juez con apego a lo dispuesto por 

el artículo 298 del Código de Procedimientos Civiles aplica-

do supletoriamente al de comercio, podr~ limitar el número -

de testigos prudencialmente, en lo refc~entc a su inconducc~ 

cia, es decir, que no son idóneos para probar los hechos que 

se aducen. 

El interrogatorio y su técnica. 

El interrogatorio de los test:gos debe ser lo s1J-­

ficicntcmentc claro para que lo entiendan fácilmente, debe -

estar distribuido en diversas preguntas, lo más concisas que 

sean posible, procurando que cada una comprenda un solo he-­

cho o punto; formuladas en forma de inquirir sus conocimien­

tos sin suministrales los detalles que precisamente deben e~ 

poner de manera espontánea si los conocen, es decir, que las 
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preguntas no sean sugestivas o sugerentes. Por lo que res--

pecta a la técnica del interrogatorio, se puede decir que es 

difícil y compleja, más que nada por la sagacidad, astucia y 

rapidez que tenga el que esté formulando el interrogatorio,­

es decir, que son cualidades individuales de cada litigante. 

Valoración de la prueba testimonial. 

La valoración del testimonio es la operación men-­

tal que tiene por fin conocer el mérito o valor de convicción 

que pueda deducirse de su contenido, es fundamentalmente una 

actividad del juez, porque a él le corresponde decidir sobre 

el mirito de convicción que le merezca esta Frucba, 

El testimonio único y su valor probatorio. 

El valor que se otorga a este testimonio único, el 

Código de Procedimientos Civiles le concede al juez plena li 

hertad para valorar la prueba testimonial y por tanto, el mi 

rito que le merezca un solo testimonio. 

G) Fama pública: 

Está reglamentada por el artículo 1274 del C6digo-

de Comercio y nos da un concepto de lo que debe entenderse -

por tal y al efecto daremos las siguientes definiciones: 
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Para Manuel Mateos Alarc5n: "es ~n medio probato--

rio autorizado por nuestra ley y se ~ntiende que la común --

opinión o creencia que tienen todos o la ~ayer parte de los 

vecinos de un pueblo acerca de un hecho, afirmando haberlo -

visto u oído referir a personas ciertas y fidedignas que lo-

presenciaron 11
• 

16 
Para de Pina y Castillo: "la fama pública es un -

estado de opinión sobre un hecho que se prueba mediante el -

testimonio de personas que la ley considera hábiles para tal 

efecto". 

1 7 
Para Uiceto Alcalá Za:nora: "la fama pública es una 

creencia compartida por una pluralidad de personas, al igual 

que la tradición, la leyenda, el rumor, el hecho notorio y -

aún el mito, y en ésto se diferencia del testimonio que es -

individual y hasta Gnico". 

Por nuestra partes, y antes de dar un concepto Pª!.. 

ticular, haciendo un análisis df? los autores consultados, P,2 

demos decir, que la fama pública como medio probatorio en 

nuestra práctica procesal está en desuso, ya que ninguno de-

15. IBIDEM, P.P. 263-275. 
16. IBIDEH, P.P. 201 1 222. 
17. Alcalá Zamora y Castillo Niceto, Examen del Enjuiciamien 

to Mercantil Mexicano, Revista de la Facultad de Derech0, 
México, 1952, P.P. 29-62, 
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los litigantes en su ofrecimiento de pruebas la ofrece, y --

por otro lado y en un criterio uniforme se dice que la fama­

pÚblica es una derivación de la prueba testimonial, ya que -

~i se llegara a ofrecer este medio de convicci6n dentro de -

juicio, el Gnico medio de acreditamiento de tal probanza­

es precisamente por medio de testigos. 

Por lo que toca a sus especies, la fama pública no 

tiene derivaciones, las que podrían ser, son las mismas que­

ennumeramos de la prueba testimonial. 

Por lo que se refiere a su ofrecimiento, El Código 

de Comercio, en su artículo 1214, nos marca una serie de re-

quisitos para su admisión y ofrecimiento, los cuales son: 

a) Que se refiere a época anterior al principio -­

del pleito, este principio nos marca que el o -

los hechos que dieron oriqen al conflicto, de--

ben ser antes de que el juez. teriqa conocif!'lie11to 

de los hechos controvertidos. 

b) Que tengan origen en personas determinadas, qub 

sean o hayan sido conocidas, honradAs, fidedig­

nas y que no hayan tenido ni tengan interés al­

guno en el negocio de que se trate, 
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Este precepto marca una serie ~~ requisitos sin --

los cuales no puede admitirse dicha probanza, tales como que 

sean personas determinadas, conocidas, ho~radas, fidedignas-

y que no tengan inter6s jurídico; en este punto, lo caracte-

rístico es, que sean personas fidedignas, nota que difícil-­

mente se puede probar. 

cJ Que sea uniforme, constante y aceptada por la -

generalidad de la población de donde se supone­

acontcció el suceso de que se trate. 

Aquí se nos señala que no debe de haber contradic­

e iones y que el lugar en donde succdi5 el hecho, las personas 

lo acepten como una verdad, cosa que en la práctica procesal 

mercantil no se usa, 

d) Que no tenga por fundamento las preocupacioncs­

religiosas o populares, ni las exageraciones de los partidos 

políticos, sino una tradición naciolal o algunos hechos que, 

aunque indirectamente, la comprueben. 

Esta regla nos dice que la fama pública debe fund~ 

mentarse en hechos que el juzgador y los que forman parte 

del conflicto, tengan un razonamiento lógico y creíble, y 

basarse en hechos teo16gicos, pol!ticos o creencias popula--

res. 
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Satisfechos estos requisitos, el ofrecimiento se -

hace por escrito y dentro del térrninc que el juzgador conce­

de para tal efecto, 

El desahogo de esta prueba será en el local del -­

juzgado de que se trate, contestando los testigos que segGn­

el artículo 1275 del Código de Comercio deberán de ser tres, 

a las preguntas que se les formulen, cada testigo por separ~ 

do. 

La valoración queda al libre criterio del juzgador, 

pero como ya lo mencionamos, esta clase de probanza actual-­

mente ha caido en desuso, ya que las condicio11cs Gamo la ca-

lidad de los testigos que deben declarar sobre ella, no son­

fáciles de satisfacer, y por otro lado, esta probanza se 

creó cuando no había escritura y en la creencia de otros me­

dios de convicción, como lo fue en la época romana. 

Hl Presunciones: 

Una cuestión previa para poder estudiar este me--­

dio de convicción, la constituye el análisis de los indicios, 

razón por la cual, en el temario no se previó, y que realizó 

el estudio de la siguiente manera~ 

Como lo he venido haciendo a lo larqo de este tra-
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bajo y para una mayor comprensión daré tes. conceptos de lo -

que debe entenderse por indicios. 

18 
Hernando Devis Echandia acota: "indicio es un he--

cho conocido del cual se induce otro hecho desconocido, me--

diante un argumento probatorio de que al que se obtiene, en-

virtud de una operación lógica-crítica basada en normas gen~ 

rales de la experiencia o en principios científicos o tCcni-

coa". 

'9 
Marco Antonio T~llez Ulloa nos dice: "indicio es -

el punto de arranque de la presunción, los indicios son he--

ches, son cosas, la presUnt;;¡Ón es obra de 1.1 reflexión y lle-

la inteligencia". 

20 
Froyl&n Bafiuelos s~nchez acentGa: ''indicio es todo 

rastro, vestigio, huella, circunstancia y en general todo h~ 

cho conocido o mejor dicho, debidamente comprobado, suscept~ 

ble de llevarnos por una vía de inferencia al conocimiento -

de otro hecho desconocido, tanto pueden pertenecer al mundo-

fisico, como al de la conducta humana''. 

Por mi p~rte, y haciendo un resumen de lo apuntado 

18. IBIDEH, P.P. 601, 620. 
19, IBIOEM, P.P, 201, 207, 
20. IBIDEH, P.P. 199, 207. 
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con anterioridad dirE "que indicio, son cosas, hechos, vest! 

gios, o algunos elementos que ayuden al conocimiento de un -

hecho desconocido, por medio de esas circunstancias especia­

les y 16gicas que se llegan a presentar dentro del procedí--

miento y que ayudan al juzgador a formarse un mejor criterio 

de convicci6nn. 

~aturale:a jurídica: 

Los indicios son una prueba crítica o lógica e in-

directa, no pueden ser una prur.ba histórica, ni representatl 

va del hecho indicado, porque de lo contrario, su valor pro-

batorio consistiría en esa representación, y entonces si co~ 

sistiera er. un objeto o una cosa representativa, se t~atar!a 

de un documento y si consistiera en una declaración seria un 

testimonio, una confesión o una peritación. 

Importancia de la prueba de indicios: 

Para el procediraiento mercantil, la prueba por i~-

dicios tiene una gran importancia, para suplir la falta, muy 

!recuente de pruebas hist6ricas del hecho investigado y de -

su verificación, por el examen personal y directo del jue% -

en el procedimiento que nos ocupa la aplicación de los indi­

cios muchas veces su importancia se reduce, debido a que !a­

prueba documental y la de testimonios directos sobre el he--
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cho investigado es más frecuente: Pero es indudable que es-

te medio de prueba tiene su relevancia a ~esar de lo ~encio-

nado con anterioridad y auxilia al juzgad~r a tener una ma-­

yor base de convicción y valorización de !a prueba en cues--

tión. 

Especies de indicios1 

Como indicio es todo hecho (o toda circunstancia -

de hecho) que sirva por sí misma o juntamente con otros para 

inducir la existencia o inexistencia de otro hecho o de otra 

situación, en virtud de la conexión lógica que entre aquél y 

éste encuentre el juez, basado en los pri~:ipios o las noci~ 

ncs comunes o técnicas que constituyen su :ultura general o-

en las que el dictamen de técnicos le proporciona, sÜ número 

es prácticamente limitado y ninguna clasificación puede com­

prenderlos totalmente, por lo que a continuación ennumoraré-

algunos ~ue conservan cierta utilidad práctica, por ejemplo: 

a) La de indicios anteriores concomitantes y post~ 

rieres al hecho desconocido que se trata de ve-

rificar. 

b) La de indicios personales o subjetivos y reales 

o materiales según se refieren a condiciones y-

modo de ser de una persona (como la capacidad i~ 
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telectual, física y moral) o a cosas, huellas,-

rastros y similares, 

e} Los contigcntes que se subdivide~ en graves y -

leves, inmediatos o próximos y mediatos o remo-

tos, según su valor probatorio y la proximidad-

de la conexiSn entre los hechos. 

d) La de comunes o genéricos y propios o cspecífi-

cos. 

\~lor probatorio de los indicios: 

La razón o el fundamento del valor probatorio del• 

indicio radica en su aptitud para que el juez induzca de él-

lógicamente el hecho desconocido que se investiga, ese po1lcr 

indicativo se fundamenta, por su parte, en la experiencia h~ 

=ados. según sean indicios ordinarios o técnicos. 

Oc tal su~rte que el indicio puede llevar al jucz­

la certeza sobre el hecho o Gnicamente el concepto de su pr2 

babilidad o verosimilitud, en el caso de la verosimilitud, -

n~ constituye prueba el hecho lnvestigado, pero como lo hace 

probable, pueden servir para justificar ciertas situaciones, 

cuando la ley expresamente o la jurisprudencia acepten la --
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SiMple justificación. 

Presunciones: 

Este medio de convicci6n lo rc;-~a el artículo - -

1277 del Código de Comercio, que es del s:~uiente tenor lit~ 

ral: "presunción es la consecuencia que !J. ley o el juez de-

duc~n de un hecho conocido para investigar la verdad de otro 

dcsconocido 1
', y como se ha venido hacicnd= a lo largo de es-

te trabajo, dar~ tres conceptos de alguno~ tr3tadistas de la 

materia. 

o\ 
Hcrnando Devis Echandia: ''la rre6~nc~on éS ~n ]Ul-

cio lógico del legislador o del juez., en ·.:i.rtud del cual, 

considera como cierto o probable un hechc, con fundame1\to en 

las mS~imas generales de la experiencia ~~e le indican cuil-

es el modo normal como se suceden las cosas y los hechos". 

22 
~1orge Obregón \lcrcdia: "esta F~· .. rha, cons1dct·adn -

como prueba artificial, establece por ~cdio d~ las cense-

cucncias que sucesivamente se deduzc6n de los hechos por me-

dio de los indicios, hechos que deben estar en relaci6n tan-

!ntima con otros, que de los unos, se lleques a los otros --

por medio de una conclusión muy natural, por lo que es nece-

21. IBIDEM, P.P. 699,698 .. 
22. IBIDEM, P.P. 12B- 131. 
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saria la existencia de los hechos aGn, y que se trate de Je-

mos:rar raciocinando del hecho conocido al desconocido». 

23 
Rafael de Pina: "presunci6n es una operaci6n 16qi-

ca mediante la cual partiendo de un hecho conocido se llega-

a la aceptación coco existente de otro desconocido o incier-

tol. 

De todo lo aseverado con anterioridad, se colige -

~ue existen dos tipos de presunciones, la legal y la humana. 

La primera está constituida por determinadas re---

}las substanciales para aplicaci6n del derecho objetivo 

ciertos casos concretos, cuyos efectos substanciales se pro-

ducec fuera del proceso, pero son reconocidos ~n ~ste, donde 

ti~nen una notoria influencia para decidir el conflicto jur! 

dice a considerarse. 

En esta clase de presunción no existe el onus pro-

band!, pues indepcndientcment~ de su ofrecimiento y rendi- -

~ión ?Or ser disposición expresa de la ley, el juzgador debe 

tornarla en cuenta para resolver el litigio. 

consideramos que este tipo de probanza es una fic-

;!J, I2IOEM., P.P. 98-lQq, 
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ci6n legal porque el juzgador la crea d1ndo por hecho que --

existe o no existe el he~l10 ~resumido, e ~ien, que ese hecho 

presumido es una consecuencia jurírica ¿e un estado de cosas, 

a otro diferente, como si fueran iyuale3. 

Un hecho i~portante que debe descatarse es la cla­

sificaci6n tradicional de este medio de convicción, presun--

cienes iuris tantun y presunciones iures ~~ de iure o sea --

que admite prueba en contrario y que no lo admiten. Asi te-

nemes por e)emplo, la ~resunción legal derivada del artículo 

798 del código Civil para el Distrito FeCcral, tocante a que 

"la posesiór1 da al que la tenga, la pres~~ci6n d~ frOp1e:~--

r10 para todos los efectos legales, El q~c posee virtud-

de un derecho personal o de un derecho real distinto de la -

propiedad, no se presume propietar10, pero s1 el poseedor de 

buena fe tiene a su favor la presunción de haber obtenido la 

posesi6n del duefio de la cosa o derecho poseidoh, de la cita 

da disposici6n legal es fScil denotar que se refiere tanto a 

la existencia o inexistenta de hechos q~e dan la presunc16n-

de ser o no propietario y tambiin a q~e determinadas - -

constancias dan origen a una presunci6n. 

El citado precepto también da lugar a considerar -

que la presunción de propiead admite prueba en contrario, y-

en ca~bio, la del 
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La presunci6n humana es el resultado del examen 16 

g1co que hace el juzgador de uno o más hechos conocidos y 

aceptados, y en algunos casos de la vinculación racional, l~ 

gica y jurídica de algunos indicios, para llegar a la verac! 

dad de un hecho desconocido, para resolver una contienda ju-

rídica. 

La certeza de hechos conocidos no representa para­

el juzgador un problema insuperable, pues generalmente los -

~ontendientes han aceptado la existencia de tales hechos, -­

por lo que el juzgador Gnicamente tendrS que interpretar ta-

les hechos para poder averiguar si con ellos es posible lle-

gar de una manera imprescindible al conocimiento del hecho -

Jesconocido que se investiga. Así por ejemplo, si una de -­

las partes en un incidente de nulidad de actuaciones de un -

juicio cualquiera, alega que la diligencia correspondiente -

no se practicó con él en forma personal, porque en el día y­

la hora en que se presume, dada la fe pública del notifica--

jor, y la raz5n que suscribe es que se encontraba fuera del-

país y demuestra en el procedimiento incidental que la Seer~ 

taría de Relaciones Exteriores le expidió un pasaporte, que­

la Embajada de determinado pats le autoriz5 una visa de via­

je, que adquirió boletos internacionales a e~e lugar, que -­

los utiliz5, que pagó derechos aeorportuarios de este y de -

aquel lugar, que se hospedó en un lugar determinado de aquel 

país y que con posterioridad a la fecha en que se realizó la 
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diligencia regres6 al pals, la concatenaci6n de tales hechos 

debe producir en el ~nimo del juzgador Je que efectivamente­

no se encontraba en el país cuando se realiz6 la diligencia. 

El medio de convicci6n que examinamos presenta pr~ 

blemas y suscita grandes conflictos cuando tiene como.base -

la conjunción de indicios, Es de tal importancia y tan su-­

til la generación de esta prueba, que algunos autores cante~ 

poráneao y algunos catedráticos en nuestras universidades la 

consideran una prueba autónoma y la llaman indiciaria. 

Sin embargo, no estamos de acuerdo con tal opinión, 

porque así como el juzgador aprecia los hechos conocidos pa­

ra !legal al desconocido, cuando existen hechos o circunsta~ 

cias determinadas que arrojan la suposición de otros determ! 

nadas hechos, aun cuando tal vez mSs vagos, es posible que -

uniéndoles a través de vinculaciones necesarias, pueda lle-­

qarse a considerar que el hecho desconocido pudo ocurrir de­

mancra invariable, ya que no existe un hecho especial que co~ 

dujera a su negaci6n. 

Probablemente esa sea la prueba mSs frágil de todas 

las que existen, porque basta que haya supuestos o indici09-

que pudieran generar una posición contraria para que no pue­

da tomarse en cuenta. 
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Valorización. 

Para este erecto se adopta el siscema mixto, para­

tas presunciones legales, es decir, se señalan determinad~s­

reglas para apreciar algunas pruebas y otras las confían a -

la libre apreciaci6n del juzgador. Y a la presunci6n humana, 

l~ valorizaci6n se deja a la libre apreciaci6n razonada o sa 

na cr1tica del juzgador. 



CONCLUSIONES 

En el desarrollo de este trabajo, he pretendido p~ 

ner de manifiesto diversas inquietudes,estableciendo de una­

manera sistemStica las apreciaciones que en mi carScter de -

estudiante de la carrera de Licenciado en Derecho he podido­

observar durante el desarrollo del procedimiento mercantil. 

A continuaci6n sintetizaré las metas a que me con­

dujo el desarrollo del trabajo que ha vuestra distinguida -­

consideración propongo: 

1} El dere~ho mercantil está previsto en nuestro -

sistema jurídico como el carácter federal, así se dispone en 

el art!culo 73, fracción X de la Constitución General de la 

República, pues en tal dispositivo se prevé que es el Congr~ 

so de la Uni6n el que tiene la facultad exclusiva de legis-­

lar en materia de comercio. Con esa base constitucional se­

crea el C6digo de Comercio, en cuyo Libro Quinto se regula -

todo lo concerniente a la materia procedental, que es el lu­

gar de ubicaci6n, en cuanto al señalamiento de medios de co~ 

vicci6n, la manera de ofrecerlos, de rendirlos y de valorar­

los, esto es ~a materia del tema que tratamos. 

Uno de los primeros probleas que se plantean al -­

examinar cualquier cue~ti5n referente al procedimiento mer--
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cantil es el relativo a la aplicación de la ley. Esto es -­

tan general primordialmente porque la ley mercantil adolece­

<le muchas fallas y lagunas que ocasionan la aplicación supl~ 

toria de otras normas al respecto el artículo 2o., del Códi­

go de Comercio establece que a falta de disposición expresa­

de esa ley son aplicables a los actos de comercio las del d~ 

recho común preferente, en tanto que el 1051 establece que -

el procedimiento mercantil preferente a todos es el conven-­

cional, a falta de convenio expreso de las partes interesa-­

das, se observarán las disposiciones del Libro Quinto del C§_ 

digo de Comercio y en defecto de estas o de aquel convenio,­

se aplicarán las relativas de la ley de procedimientos local 

respectiva. Como se observa, establecen dos situaciones-

diversas, una ve al fondo del conflicto, la otra a la forma­

º a su procedimiento, la primera se refiere a la aplicación­

supletoria del código Civil para el Distrito Federal, en ma­

teria común y para toda la república en materia federal, pue~ 

to que al hacer referencia el artículo 2o. del Código de co­

mercio a la legislación común, se refiere indudablemente 

la legislación común íed~ral que es el cuerpo de leyes antes 

mencionado, y en lo que se refiere al procedimiento o a la -

forma de llevar adelante los juicios mercantiles, la suplet~ 

riedad recae en la ley sustantiva aplicable en el lugar en -

que se ventila el juicio esto es el Código de Procedimientos 

Civiles del Estado o entidad federativa en que tenga lugar -

la controversia. 
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2} Los antecedentes históricos de los tribunales -

mercantiles en M€xico se dan de la si9uie~te manera: desde -

la época virreinal hasta 1824, los conflictos entre los mer-

caderes se resolvieron a través de los consulados que eran -

tribunales formados exclusivamente por comerciantes, a par--

tir de ese año de 1824, se crearon los jueces de letrar que-

conoc!an de los conflictos entre los comerciantes, pero de--

bían estar asesorados siempre por los mercaderes, esto per--

siste hasta 1841 en que se crean las juntas de fomento, que­

ya son órganos jurisdiccionales más acordes con la función -

jurisdiccional, estas juntas de fomento regulaban su activi-

dad inicialmente con las ordenanzas de Dilbao posteriormen--

te en 1854 con la promulgación del código de Lares y en los-

tiempos de Maximiliano volvió a aplicarse las ordenanzas de-

Oilbao hasta que en 1884 con la promulgación del Código de -

Comercio que continGa vigente hasta nuestros dlas, la funci6n 

resolutoria de los conflictos mercantiles qued6 a cargo de -

los órganos jurindiccionales. 

3) Al tratar el terna de la competencia concurrente 

se pone de manifiesto que es indispensable o cuando menos -­

digno de formarse en cuenta la creaci6n de tribunales feder~ 

les especializados en materia mercantil, puesto que la prác-

tica nos ha ensefiado que ~nicamente en los tribunales feder~ 

les es donde, con cierta regularidad, hay una aplicaci6n mis 

exacta de la ley, en donde se respetan las formalidades y an 
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donde el procedimiento mercantil conserva su máxima prueba. 

4} El procedimiento mercantil es un procedimiento­

especial pero de carácter híbrido en forma múltible, ya que-

aun cuando se encuentra codificado en un ordenamiento espe--

cífico, como lo es el Código de Comercio, como sus disposi--

ciones son lacónicas o incompletas, continuamente deben apl! 

carse disposiciones supletorias y como éstas las constituyen 

las disposiciones adjetivas de carácter civil de lA locali--

dud en que se ventile el juicio. Puede haber 32 re9las apl! 

cables, que son el nGmero de codificaciones de ese carácter­

~ue existe en la RepGblica Mexicana y aunado con el carScter 

casi siempre subjetivo que cada juzgador aplica en ese tipo-

<le proceso, 14 realidad actual del juicio mercantil es ca5t~ 

ca, pues cada quien hace lo que se le ocurre, por ello, me -

adhiero a la opinión de una gran corrien~e de tr~tadistas, -

en el sentido de que se realice una nueva legislación merca~ 

til, donde se prevé a tod~ costa, la ausencia de lagunas-

o en caso, que se unifiquen esos procedimientos con las -

de orden civil. 

51 La supletoriedad no es de carácter absoluto, s~ 

no que sólo se aplic~ en aquellos c"sos en que una institu--

ción se encuentra ~stablecida en la ley mercantil, pero en -

una forma deficiente, en ese caso la laquna se llena con la-

disposición de la ley local sust~ntiva, pero no h~ya aplicA-
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ción supletoria en los casos en que la fig~ra juridica de --

que se trate o que se pretenda aplicar no estS previsto en -

el Código de Comercio, como ocurre en materia de recursos en 

donde no existe el recurso de revocación a pesar de que la -

ley sustantiva si lo prevé, la evolución al procedimiento -­

mercantil, ha sido perm~nente, en un principio cuando ya se­

puede hablar propiamente de un procedimiento mercantil es en 

e~ derecho romano cuando los juicios eran je car~cter oral,-

entonces se conocían en exclusiva las siguientes pruebas, el 

juramento de purifiación, la testimonial sobre la credibili­

dad del presentante, el juicio de Dios y el juicio del nota-

rio, en la actualidad, como medios de prue~a. se ~dmiten ab-

solutamente todos sean instrumentos, test1~onios o cualquier 

otra cosa. 

6) El procedimiento mercantil es derivado de la -­

conducta de los comerciantes y que al paso de los años este­

punto de partida se ha perdido, desapareciendo así la espe-­

cialidad de este procedimiento. 

7) Dentro de las reglas generales que rigen al pe­

ríodo probatorio en el juicio mercantil, destaca que la re-­

cepción de las pruebas, debe hacerse con citación <le la con­

traria, que dependiendo del lugar en que se deba de desaho-­

gar el material probatorio, el término puede ser ordinario y 

ultramarino si es fuera de la jurisdicción. Así mismo,tlen~ 
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sin9ular importancia el hecho que atendiendo a la naturale--

za jurídica del procedimiento mercantil que se caracteriza -

porque el procedimiento preferente es el convencional, el p~ 

ríodo probatorio puede prorrogarse o suspenderse a voluntad­

de las partes, contando en ambos casos el juzgador con una -

facultad discrecional para resolver lo conducente cuando no­

existe el acuerdo de voluntades pero sí la petición exPresa­

<le alguna de ellas. 

B) La prueba confesional en el procedimiento mer-­

cantil, puede ser judicial o extrajudicial, y espontSnea o -

provo~ada. Cada una de estas especies tienen efectos carac­

ter!sticos particulares y al mismo tiempo de gran relevancia 

para ser valoradas en su oportunidad por el juzgador, dándo­

se características o situaciones tan especiales como por - -

ejemplo que una con!esi6n judicial espontánea no puede ser o 

no pueda conferírsele valor probatorio pleno en virtud de -­

que no haya ante el juzgado. 

9) Lü prueba documental, tiene como razgo espec!f~ 

co en el procedimiento mercantil, por ejemplo, la prueba do­

cumental consistente en una prueba de la mercancí~ materia -

del contrato en controversia, o la cual la doctrina denomina 

documental monumental, el juzgador al proveer sobre su ofre­

cimiento debe limitarse exclusivamente a tenerla por ofreci­

da, dar vista a la contraria y atendiendo al resultado de la 
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vista declarar los términos en que se indica, en un procedi-

miento distinto como lo es el civil, no se dar!a el mismo 

tratamiento, pues en ese evento el juez, al proveer sobre el 

ofrecimiento, tendr!a que tenerla por admitida y dada su es­

pecial naturaleza,tenerla por desahogada y luego si es obje­

tada tener por hecha la impugnación, y con la misma dar tr§­

rnitc a la incidencia respectiva. como se observa, la dife--

rencia es notable en el procedimiento mercantil, primero se-

substancia la conformidad o la objeción y después se tiene -

rendida en términos especiales, de acuerdo con aquel resulta 

do, el desahogo de la prueba, en tanto que en el juicio civil 

es a la inversa, primero se tiene por desahogada y después -

se formula y desahoga la objeci5n,en este Qltimo caso, la -­

prueba se perjudica una vez constituida en aquCl ni siquiern 

llega a constituirse. 

10) En el derecho mercantil a diferencia del civil 

lo constituye la posibilidad de que se prorrogue la fase pr~ 

cesa! de nuestra atención y para ello es menester que estan­

do dentro del término concedido la parte que pretenda la 

pr6rroga lo solicite al juzgador exponiéndole las razones 

que estime pertienentes. 

11) En el procedimiento mercantil. uno de los pri~ 

cipios básicos, es que el procedimiento preferente es el co~ 

vencion~l. 
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